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Convención Americana de Derechos Humanos y en otros tratados firmados por México. 
Lejos de cumplir con la obligación de tomar las acciones necesarias para garantizar 
igualitariamente estos derechos a todas las personas, al mantener una tasa del 16 % del 
IVA para los productos de gestión menstrual, el Estado activamente los daña o viola, 
pues la potestad de crear y cobrar impuestos es una acción sobre la cual disfruta de 
monopolio. 
 
La menstruación lleva aparejada una hemorragia de entre 30 y 90 mililitros de sangre (o 
más) y una presión en el útero de 120 mililitros de mercurio, equivalente a la que se siente 
durante la segunda fase del parto. Los dolores de la menstruación y los efectos de la 
hemorragia pueden ser considerables. Estos efectos en todos los casos exigen una extensa 
cantidad de medidas y acciones por parte de las personas que menstrúan para hacerlos 
compatibles con el cumplimiento de sus obligaciones cotidianas. Los productos de 
gestión menstrual, así como el acceso al agua y la disposición de tiempo e instalaciones 
apropiadas, son imprescindibles para sobrellevar los desafíos que la menstruación 
plantea, cada mes, a millones de personas.  
  
Si se quisiera eliminar o compensar la desventaja que la menstruación implica para las 
personas el Estado tendría que desplegar una extensa gama de acciones. Por ejemplo, la 
regulación existente de los espacios laborales y educativos y de las obligaciones en su 
contexto viola el derecho a la educación, al trabajo a la vida digna y al libre desarrollo 
de la personalidad de las personas que menstrúan, pues no contiene acomodos o 
compensaciones apropiadas, ni siquiera el acceso gratuito a productos de gestión 
menstrual en lugares públicos como escuelas, ni la garantía del tiempo y del espacio 
adecuados para la misma. En suma, la acción estatal, y en particular las obligaciones de 
proteger y garantizar están estructuralmente incumplidas en México, puesto que no se 
han emprendido las reformas a las estructuras y a las regulaciones que serían necesarias 
para ello. 
 
Lo que la Suprema Corte tiene hoy sobre la mesa, sin embargo, no son estas omisiones, 
sino una medida distinta, mucho más grave. La cuestión no es todavía delimitar el alcance 
de la acción estatal de regular las estructuras y las dinámicas sociales, educativas y 
laborales para evitar violaciones a los derechos de las personas que menstrúan, ni evaluar 
la suficiencia o insuficiencia de las políticas de distribución gratuita. Lo que se solicita, 
respetuosamente, a nuestro alto tribunal es solamente que ejerza sus competencias 
constitucionales con el fin de evitar que el Estado siga de manera activa dañando los 
derechos, empeorando activamente la situación de las personas que menstrúan, al 
cobrarles por encima del precio de venta de los productos de gestión menstrual un 
impuesto al consumo caro, que los deja fuera del alcance económico de un importante 
porcentaje de la población. Lo que está en juego en esta Acción de Inconstitucionalidad 
es el cumplimiento o incumplimiento estatal de la obligación de respetar los derechos 
antes mencionados, la más fundamental de las obligaciones listadas en el artículo 1o, así 
como el derecho a disfrutar de un mínimo vital, incluyendo la alimentación adecuada, 
pues la mayoría de personas tiene que repartir un ingreso insuficiente parta la cobertura 
de necesidades básicas, entrando en tensión la atención de la menstruación con las otras 
necesidades fundamentales y poniendo en peligro, en ocasiones, hasta la salud de las 
personas quienes, por su condición socio-económica, no pueden pagar estos productos.  
 

2. Discriminación por género y condición socioeconómica contraria al artículo 
1º de la Constitución y a los derechos de los tratados  
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La imposición de una tasa de IVA del 16%, es una medida discriminatoria por varios 
motivos acumulados, en contravención del mandato del artículo 1o, párrafo 5o, de la 
Constitución Mexicana, así como los artículos 2.1 y 24 de los Convención Americana de 
Derechos Humanos.  
 
Estas disposiciones jurídicas prohíben la discriminación en dos sentidos: la 
discriminación en el disfrute de los derechos constitucionales o convencionalmente 
asegurados (las discriminaciones en el acceso o disfrute de los derechos civiles, políticos, 
sociales o ambientales) y la discriminación en la igual protección de la ley (la 
discriminación respecto del acceso y disfrute de titularidades que pueden no estar 
adscritas a derechos listados, pero que son reconocidas y reguladas por la leyes 
ordinarias). La Corte Interamericana ha destacado en sus sentencias recientes esta doble 
vertiente.  
 
La discriminación que genera un IVA del 16 % es, al menos, de dos tipos: por razón de 
género y por razón de condición social o socioeconómica, incluida la discriminación por 
pobreza.  
 
Cada mes, una persona que menstrúa debe invertir entre 60 y 75 pesos en la compra de 
toallas higiénicas, tampones y copas menstruales. En estudios recientes se ha indicado 
que “si se eliminara el IVA en estos artículos, que es de 16.0%, su precio promedio sería 
de 1.72 pesos; en consecuencia, el gasto mensual se ubicaría en 51.7 pesos, lo que 
representaría un ahorro de un poco más de 8.0 pesos al mes”1.  
 
En México la desigualdad económica entre mujeres y hombres es considerable, el Índice 
de Brecha Global de Género del Foro Económico Mundial 2020 en participación 
económica y oportunidades  ubica a México en el lugar 124, de 153 países.2 De acuerdo 
con la CEPAL, en México el 42.6% del tiempo laboral de las mujeres mayores de 15 años 
no está remunerado, este indicador nos coloca entre los peores del subcontinente.3 Los 
datos del INEGI revelan que el ingreso promedio de la mujer es menor al del hombre,  y 
que la pobreza y la pobreza extrema afectan más a las mujeres que a los hombres. Los 
hogares jefaturados por mujeres son particularmente vulnerables. Por ejemplo, la 
inseguridad alimentaria severa se presenta en mayor medida en estos hogares.4   
 
Debido a estas desigualdades el efecto del IVA no es homogéneo. En el estudio elaborado 
por el Instituto Belisario Domínguez del Senado de la República se demostró que el IVA 
tiene un efecto regresivo en las mujeres ubicadas en los deciles más pobres5. El IVA sobre 
dichos productos ocasiona un gasto mayor a las personas con menores ingresos que a las 
personas con ingresos mayores, porque el gasto para estas últimas no es significativo, al 
disponer de mayores recursos para proveerse de dichos artículos, mientras que representa 

 
1 Domínguez Rivas, Mario Iván, VÁZQUEZ CORREA, Lorena: Menstruación libre de impuestos: Una 
lucha contra la discriminación tributaria. Serie: Cuadernos de Investigación en Finanzas Públicas, Instituto 
Belisario Domínguez, Senado de la República, abril, 2021, pág. 6 
2 El informe completo puede consultarse en: http://www3.weforum.org/docs/WEF_GGGR_2020.pdf 
3 Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe, Indicadores, Tiempo total de trabajo, 
disponible en https://oig.cepal.org/es/indicadores/tiempo-total-trabajo 
4 Ver Signos Vitales, 2021, Ser mujer en México disponible en: https://signosvitalesmexico.org.mx/rb/wp-
content/uploads/2021/05/Reporte-R2-2021-FINAL.pdf 
5 Domínguez Rivas, Mario Iván, VÁZQUEZ CORREA, Lorena: Menstruación libre de impuestos: Una 
lucha contra la discriminación tributaria, Loc. Cit. supra. 
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una presión significativa para la economía de las mujeres con menores ingresos, y 
particularmente sobre los hogares jefaturados por mujeres que como hemos dicho son de 
manera especial vulnerables. 
 
La Hacienda Pública es un instrumento crucial para la eliminación o perpetuación de los 
sesgos de género y clase, aunque no se haya siempre percibido de este modo. El IVA en 
los productos de gestión menstrual es discriminatorio, causa y refuerza desigualdades. 
Las toallas sanitarias, los tampones, las copas menstruales y los pantiprotectores están 
sujetos al pago del IVA, y como tal forman parte de los elementos que cuantifican dicho 
impuesto. En este sentido, integran la base imponible a la que se le aplica la tasa de 16%, 
sin excepción alguna. 
 
La tasa del 16% constituye una discriminación directa e indirecta por motivos de 
género y condición socioeconómica. La discriminación directa se produce cuando una 
acción u omisión fáctica o normativa pública o privada distribuyen injustificadamente 
ventajas o desventajas de la cooperación social haciendo un uso explícito de categorías 
que tradicionalmente han sido motivo de discriminación injustificada, listadas en amplios 
términos en el artículo 1º de la Constitución –que prohíbe toda discriminación “motivada 
por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado 
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas.”. La discriminación indirecta o 
por efecto disparejo, en cambio, se produce, en palabras del Pleno de la Suprema Corte, 
“cuando normas y prácticas son aparentemente neutras pero el resultado de su contenido 
o aplicación es un impacto desproporcionado en personas o grupos en situación de 
desventaja histórica [...] sin que exista para ello una justificación objetiva y razonable.”6 
La detección de la discriminación indirecta es esencial para construir un derecho 
antidiscriminatorio bajo el paradigma de la “antisubordinación”, asentado en la idea de 
que el objetivo normativo último de la Constitución es erradicar los efectos de la 
estratificación social y los desequilibrios injustificados de poder que estructuran las 
interacciones individuales, que con frecuencia requieren de instrumentos jurídicos que 
trascienden el mero control superficial de distinciones.7 
 
Existe una controversia acerca de si la imposición de una tasa del 16% del IVA a los 
productos de gestión menstrual es una discriminación directa o indirecta. Para algunos, 
no se incurre en discriminación directa por género porque la ley del IVA no se refiere 
explícitamente a las mujeres cuando establece el gravamen, sino que se refiere a ciertos 
productos. Como se trata de productos que, con independencia de que no esté prohibido 
que los adquiera y pague un hombre, solo las mujeres se ven obligadas a comprar, en 
cualquier caso, el impuesto tiene un impacto indirecto discriminatorio sobre las mujeres. 
Aunque el impuesto esté regulado de forma neutra, en la gran mayoría de los casos serán 
productos adquiridos por y para mujeres, por tanto, el IVA tiene un impacto disparejo 
por motivos de género. Para otros, la relación entre el producto y la condición biológica 
de la menstruación es tan directa, que se puede considerar discriminación directa: la 

 
6 SCJN, Pleno, AI 8/2014, Sociedades de convivencia en Campeche, 11 de agosto de 2015. Ausente y 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Encargado del engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: 
Karla I. Quintana Osuna, párr. 72. 
7 Véase Owen Fiss, en “Groups and the Equal Protection Clause”, Philosophy & Public Affairs, vol. 5, 
núm. 2, 1976, pp. 107-177. Véase, Saba, Roberto, Más allá de la igualdad formal ante la ley, Buenos Aires, 
Siglo XXI, 2016. 
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tasa del impuesto se aplica a productos que solo las mujeres no pueden dejar de adquirir. 
El caso resulta análogo al análisis que desplegó la Suprema Corte en los amparos el contra 
la regulación del matrimonio en Oaxaca: a pesar de que la norma (el artículo 143 del 
Código Civil) no se refería expresamente a las categorías de identidad u orientación 
sexual (solo definía al matrimonio como la unión de un hombre con una mujer para ciertos 
fines), la Corte lo trató como un caso de discriminación directa por orientación sexual, 
no como una norma neutra con impacto disparejo8.    
 
La trascendencia de la diferencia no es, en cualquier caso, demasiada. La Corte ha 
declarado prohibida tanto la discriminación directa como la indirecta, y en los dos 
casos ha exigido al Estado o a los particulares una justificación muy poderosa para poder 
superar un señalamiento prima facie de discriminación, que en el caso que nos ocupa no 
está en condiciones de poder aportar. Como sabemos, las denuncias de discriminación 
directa basada en categorías sospechosas exigen superar un escrutinio de 
constitucionalidad estricto, 9  que obliga a mostrar que la equiparación o distinción 
injustificada –en este caso hay un trato injustificadamente igual con otros productos de 
tasa 16%, siendo que los productos de gestión menstrual son de primera necesidad, y un 
trato injustificadamente distinto de estos productos en comparación con el que reciben 
alimentos y medicinas—. La discriminación indirecta, dice la Primera Sala, se produce 
cuando “[…] 1) una norma, criterio o práctica aparentemente neutral; 2) que afecta 
negativamente de forma desproporcionada a un grupo social; y 3) en comparación con 
otros que se ubiquen en una situación análoga o notablemente similar,” 10  ejercicio 
comparativo que debe realizarse en el contexto de cada caso específico, acreditando 
empíricamente la afectación o desventaja producida en relación con los demás; cuando 
esta afectación se ha señalado, “el actor acusado de perpetrar el acto discriminatorio debe 
probar que la norma no tiene sólo una justificación objetiva, sino que persigue un fin 
necesario.”11  
 
La Segunda Sala, por su parte, ha definido la discriminación indirecta como aquella que 
surge cuando “las leyes, las políticas o las prácticas públicas o privadas son neutras en 
apariencia, pero perjudican de manera desproporcionada a un determinado grupo o clase 
de personas”12 , ha destacado que en su identificación los datos estadísticos pueden 
resultar “significativos y fiables”, 13  para “[advertir] la existencia de una afectación 
generalizada o desproporcional contra las mujeres, con motivo de un determinado acto 
de autoridad, política o norma, pese a que éstas se hayan formulado de manera ‘neutral’, 

 
8 SCJN, Primera Sala, AR 581/2012, 5 de diciembre de 2012. Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. Los criterios se reiteran en el AR 457/2012 y el AR 567/2012 fallados 
el mismo día, así como en Amparo en Revisión 152/2013, 23 de abril de 2014. Ponente: Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Secretarios: Karla I. Quintana Osuna y David García Sarubbi.   
9 Tesis de jurisprudencia P./J. 10/2016 (10a.) Primera Sala, Gaceta el Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 34, septiembre de 2016, Tomo I, pág. 8, registro digital 2012589; derivada de la 
acción de inconstitucionalidad 8/2014. 11 de agosto de 2015. Ausente y Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Encargado del engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Karla I. Quintana Osuna.  
10  Tesis de jurisprudencia 1a/ J 100/2017 (10a), Primera Sala, Gaceta el Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, noviembre de 2017, Tomo I, pág. 225, registro digital 2015597.  
11 Ibid. (énfasis añadido). 
12 Tesis 2a. XXXII/2019. 
13 Tesis 2a. XXXII/2019 (10a), Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, de 17 
de mayo de 2019, registro digital 2019856; derivada del Amparo directo 9/2018. 5 de diciembre de 2018. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. Véase también la tesis 
aislada 2a. XXXI/2019 (10a.), Segunda Sala, Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 17 de 
mayo de 2019, registro digital 2019899. 
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desde el punto de vista del género.”14 En el importante AD 9/2018 (seguridad social de 
las trabajadoras del hogar), fallado en diciembre de 2018,15 en un caso que, al igual que 
el que genera el IVA para productos menstruales, decreta la aplicabilidad de un 
escrutinio claramente estricto: “se estima que las normas reclamadas, al excluir a las 
trabajadoras del hogar de la protección del régimen obligatorio del Seguro Social, se 
traducen en una discriminación indirecta proscrita por el principio de igualdad y equidad, 
pues esa diferenciación no supera el escrutinio constitucional, respecto a su finalidad 
imperiosa, idoneidad y proporcionalidad [énfasis añadido]. 16 

 
El Pleno, por su parte, al resolver la AI 8/2014 (sociedades de convivencia en 
Campeche), fallada en agosto 2015),17,determinó que, al prohibir la adopción por parte 
de quienes se acogieran a la sociedad de convivencia, la ley causaba un impacto 
desproporcionado en las parejas del mismo sexo, la Corte decretó también la aplicabilidad 
de un escrutinio estricto, que la norma examinada no superaba ni por lo que respecta a 
la primera grada. La Corte habló de discriminación estructural,18 del significado social de 
las normas19 y declaró que no quedaba acreditado el objetivo imperioso del legislador al 
emitir la norma que prohibía la adopción a las sociedades de convivencia, puesto que era 
claro que la intención del legislador era vedar la adopción a las parejas del mismo sexo 
sobre la base de prejuicios históricos –la Corte ve hasta resabio de las legislaciones de 
“separados pero iguales” y una ofensa la dignidad e integridad de las personas que 
integran a las parejas del mismo sexo.20 
 
En cualquiera de las hipótesis, los puntos que el escrutinio estricto exige justificar no 
quedan satisfechos. El objetivo o finalidad del Estado son los objetivos generales que el 
Estado tiene al grabar productos y servicios con el IVA: generar ingresos tributarios que 
se destinan a la gran bolsa del presupuesto público de la Federación. Se trata de un 
objetivo legítimo, pero no particularmente importante o imperioso. No hay un objetivo 
imperioso particular que pueda respaldar en específico la imposición de una tasa 16% a 
esos particulares productos. Por otro lado, incluso si el objetivo fuera imperioso, que no 
lo es, y si conviniéramos además que la imposición de impuestos indirectos es un medio 
adecuado para recaudar, la medida legislativa no supera el examen de necesidad ni de 
proporcionalidad en sentido estricto. El Estado tiene innumerables vías alternativas 
para recaudar el monto que ahora recauda con el IVA que impone a los productos de 
gestión menstrual, e incluso si no las hubiera, el gravamen sería inconstitucional por su 
impacto desproporcionado sobre derecho básicos de las personas que menstrúan, de 
ningún modo compensado por lo que pueda ganarse con su imposición y cobranza. La 
afectación de los derechos de las personas menstruantes –muchas de ellas, como 
inmediatamente veremos, en una situación económicamente desaventajada— es muy alta, 
y no queda compensada cuando se pondera con el interés estatal en recaudar, que puede 
satisfacer enfocándose en otros productos o en otros contribuyentes.  
 

 
14 Ibid. 
15 SCJN, Segunda Sala, Amparo Directo 9/2018, 5 de diciembre de 2018. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.  
16 Ibid., pp. 34-35 (énfasis añadido). 
17 SCJN, Pleno, Acción de Inconstitucionalidad 8/2014, 11 de agosto de 2015. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ministro encargado del engrose: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria Karla I. Quintana 
Osuna. 
18 Ibid. párr. 75. 
19 Ibid. párr. 77. 
20 Ibid. párrs. 81-90, 92 
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Finalmente, debemos enfatizar que la imposición del IVA del 16% a los productos de 
gestión menstrual genera una discriminación indirecta por motivos socioeconómicos, 
que es una categoría a la que la Corte Interamericana ha concedido relevancia central en 
dos sentencias recientes que constituyen ya casos de referencia importantísimos en el 
ámbito de la jurisprudencia de igualdad: el caso Hacienda Brasil Verde, fallado en 2019, 
y el Caso de la Fábrica de Fuegos de San Antonio de Jesús, fallado en 2020.21 En el 
primero, la CorteIDH destaca el vínculo indisoluble entre la obligación de respetar y 
garantizar los derechos humanos y el principio de igualdad y no discriminación, así como 
el hecho de que, a diferencia de lo que ocurre en otros tratados de derechos humanos, ‘la 
“posición económica” de la persona es una de las causales de discriminación prohibidas 
por el artículo 1.1 de la Convención Americana,”22 declarando al Estado responsable de 
violaciones producidas ‘en el marco de una situación de discriminación estructural 
histórica en razón de la posición económica’23. En Fábrica de Fuegos, la Corte destaca 
que, aunque la discriminación por razón de pobreza no es una categoría especial de 
protección al tenor literal del artículo 1.1 de la Convención, ‘ello no es un obstáculo para 
considerar que la discriminación por esta razón está prohibida por las normas 
convencionales. Primero, porque el listado contenido en el artículo 1.1 de la Convención 
no es taxativo sino enunciativo y segundo, porque la pobreza bien puede entenderse 
dentro de la categoría de “posición económica” a la que se refiere expresamente el 
referido artículo, o en relación con otras categorías de protección como el “origen (…) 
social” u “otra condición social”, en función de su carácter multidimensional’24. Ello 
obliga a los Estados “a adoptar medidas positivas para revertir o cambiar situaciones 
discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de 
personas. Esto implica el deber especial de protección que el Estado (…) en función de 
las particulares necesidades de protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición 
personal o por la situación específica en que se encuentre, como la extrema pobreza o 
marginación”.25 
 
En estos casos, la Corte Interamericana ha instado a los Estados a desplegar todas las 
acciones necesarias para alcanzar una igualdad sustantiva. En Hacienda Brasil Verde, 
la Corte destaca que los Estados deben “adoptar medidas positivas para revertir o cambiar 
situaciones discriminatorias existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado 
grupo de personas. Esto implica el deber especial de protección que el Estado debe ejercer 
con respecto de actuaciones y prácticas de terceros que, bajo su tolerancia o aquiescencia, 
creen, mantengan o favorezcan las situaciones discriminatorias.”26 Las medidas positivas, 
de imperativa adopción, son determinables en función de las particulares necesidades de 
protección del sujeto de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación 
específica en que se encuentre, como la extrema pobreza o marginación.27 En Fábrica de 
Fuegos,  la Corte reitera que del artículo 24 de la Convención se desprende un mandato 
orientado a garantizar la igualdad material, que ordena la adopción de medidas positivas 
de promoción a favor de grupos históricamente discriminados o marginados, debiendo 

 
21 Corte IDH, caso Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde vs. Brasil. Sentencia de 20 de octubre de 
2016 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas) párrs. 335 y 343. Ver también caso 
Empleados de la Fábrica de Fuegos en San Antônio de Jesús y sus familiares vs. Brasil. Sentencia de 15 
de julio de 2020 (Excepciones Preliminares, Fondos, Reparaciones y Costas), párrs. 185-186. 
22 Trabajadores… párr. 335. 
23 Ibid., párr. 343. 
24 Fábrica de Fuegos… párr. 185 
25 Ibid., párr. 186. 
26 Trabajadores…párr. 336. 
27 Ibid., párr. 337 
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‘adoptar medidas para garantizar que la igualdad sea real y efectiva, esto es, corregir las 
desigualdades existentes, promover la inclusión y la participación de los grupos 
históricamente marginados, y (…), en suma, brindar a las personas posibilidades 
concretas de ver realizada, en sus propios casos, la igualdad material.’28 
 
De igual manera lo ha hecho la Suprema Corte, quien en el ADR 1464/2013 ha destacado 
que, si bien la igualdad formal y sustantiva son interdependientes y complementarias, 
estas son conceptos distintos. La igualdad formal es una protección contra tratos 
arbitrarios y se compone de la igualdad ante la ley y la igualdad en la norma jurídica. La 
primera se refiere a la aplicación de la ley y la segunda es mandato hacia las autoridades 
materialmente legislativas de evitar distinciones injustificadas o no proporcionales.29 En 
cambio, la igualdad sustantiva implica una paridad en efectiva y real en el goce y ejercicio 
de los derechos. Dado que la violación de este principio suele estar asociada a una 
discriminación estructural y sistemática, el Estado tiene la obligación de adoptar una 
actitud activa para remover los obstáculos que le impiden al grupo vulnerable alcanzar 
esta igualdad de hecho.30 
 
Tasa de 0% y exención 
 
La acción demanda la invalidez de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio 
fiscal de 2021 y la Ley de Ingresos al Valor Agregado. Con ello, lo que pretenden las 
diputadas y diputados promoventes es que los productos de gestión menstrual no se 
encuentren contenidos en el supuesto de causación al que se refiere la fracción I, del 
artículo 1º de la Ley del Impuesto al Valor Agregado. En el presente apartado se da cuenta 
de las diversas alternativas que tiene el poder legislativo para configurar una política 
tributaria que pugne por la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres.  
 
Numerosos estudios han demostrado que el impuesto a los artículos de higiene menstrual 
es un gravamen sexista. La ley del IVA sanciona diversos tipos de beneficios fiscales, 
que responden tanto al principio de capacidad contributiva como a objetivos extrafiscales. 
En el artículo 2A establece la tasa de 0% a la enajenación de medicinas de patente y 
productos destinados a la alimentación, sancionada por el legislador con la intención de 
evitar los efectos de este gravamen en las personas de escasos recursos. Así lo atestigua 
la Corte en distintas tesis. La Corte destaca que: 

El artículo referido establece que el impuesto al valor agregado se calculará 
aplicando la tasa del 0% tratándose de la enajenación de productos destinados a la 
alimentación, con las excepciones que prevé; ahora bien, de los antecedentes 
legislativos se advierte que la distinción que contiene obedece a la finalidad de 
coadyuvar con el sistema alimentario mexicano y reducir el impacto de los 
precios entre el gran público consumidor y, de esta manera, proteger a los 
sectores sociales menos favorecidos. En atención a lo anterior, los suplementos 
alimenticios no pueden considerarse como alimentos para efectos del artículo 2o.-
A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, pues no son de 

 
28 Fábrica… párr. 199. 
29 SCJN, Primera Sala, amparo directo en revisión 1464/2013, 13 de noviembre de 2013. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez, párrs. 81-82. 
30 Ibid., párrs. 83-86. 
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consumo generalizado entre el gran público consumidor y, por tanto, están 
gravados con la tasa general del 16% del impuesto al valor agregado.31 

 
Y en el mismo sentido afirma: 

El beneficio de aplicar la tasa referida a la enajenación de aquellos productos 
destinados exclusivamente a la alimentación, necesarios dentro del mínimo 
asistencial, se constituyó como una medida para apoyar a los sectores menos 
favorecidos, mediante la liberación de una carga económica, ya que aplicar a estos 
la diversa tasa del 16%, tornaría más onerosa su adquisición (…)32 

 
La exención y la tasa de 0% a los artículos de higiene menstrual atenderían al mismo 
razonamiento que se estableció en los antecedentes legislativos de la tasa de 0% a 
alimentos y medicinas: proteger a los sectores de mujeres menos favorecidas y reducir el 
impacto de los precios de estos productos higiénicos. En ambos casos, se trata de un 
ajuste a la mecánica general de los impuestos indirectos.   
 
El IVA en su condición de impuesto indirecto, grava el gasto, y por su propia naturaleza 
se traslada al contribuyente de hecho, lo que significa que el IVA incide o es pagado por 
el consumidor final. Así la SCJN ha reconocido al sujeto pasivo formal frente al sujeto 
pasivo material, tal como queda aquí establecido: 

El sujeto de la obligación tributaria de pago del impuesto al valor agregado, de 
conformidad con el artículo 1o. de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente 
en 2005, es quien realiza los siguientes hechos imponibles: enajena bienes; presta 
servicios independientes; otorga el uso o goce temporal de bienes, o importa 
bienes y servicios. Son estos supuestos los criterios de atribución o imputación del 
hecho imponible al contribuyente. Sin embargo, dado que el hecho imponible de 
dicho impuesto grava manifestaciones indirectas de capacidad contributiva 
atendiendo al patrimonio del consumidor final, siendo su objeto el valor que se 
añade al realizar los actos o actividades gravadas por dicho tributo, el sujeto 
pasivo de la obligación de pagar el impuesto al encontrarse obligado por ley 
a trasladarlo -con los requisitos de ley-, se convierte para estos efectos en el 
contribuyente formal (sujeto pasivo formal o contribuyente de derecho) de 
dicho impuesto, siendo el contribuyente material (sujeto pasivo material o 
contribuyente de facto) quien soporta el traslado definitivo del tributo y ya 
no lo puede realizar, esto es, el consumidor final. Por otra parte, el sujeto pasivo 
del poder tributario del Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1o.-
A, fracción III, del mismo ordenamiento invocado, resulta ser el sujeto de la 

 
31 Suplementos alimenticios. No son alimentos para efectos del artículo 2o.-a, fracción i, inciso b), de la ley 
del impuesto al valor agregado. tesis aislada del Pleno de 2017, El resaltado es nuestro. Amparo directo en 
revisión 1537/2014. Zone Diet México, S.A. de C.V. 17 de octubre de 2016. Mayoría de ocho votos de los 
ministros José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek y Luis María Aguilar Morales; votó en contra Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausentes: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Ron Snipeliski 
Nischli y José Omar Hernández Salgado. Registro digital: 2014206, Instancia: Pleno, Décima Época, 
Materia(s): Administrativa, Tesis: Aislada, P. P. V/2017 (10ª.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Libro 42, mayo de 2017, Tomo I, página 163 
32 El resaltado es nuestro. Registro digital: 201069, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis: 
XVI.1o.A. J/23 (10a.) Décima Época Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 25, 
diciembre de 2015, Tomo II, página 1211 Materia(s): Administrativa Tipo: Jurisprudencia. 
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obligación de retención, pues ésta se establece respecto a quienes se les traslade 
el impuesto por las siguientes situaciones: adquirir bienes intangibles, uso o gozo 
temporal de los mismos, enajenados y otorgados por residentes en el extranjero 
sin establecimiento permanente. Estos son los criterios de atribución o imputación 
para tener la obligación de retención por parte del sujeto pasivo del poder 
tributario del Estado (retenedor).33 

 
El contribuyente de derecho, es decir, el que está sancionado expresamente en la 

ley del IVA, traslada el impuesto al contribuyente de hecho, o último consumidor, lo que 
significa que el IVA a artículos de gestión menstrual incide en la capacidad económica 
de las compradoras o los compradores: ellas o ellos son quienes absorben el pago del 
impuesto. 

Así, el IVA, al ser un impuesto indirecto, difícilmente toma en consideración la 
capacidad contributiva subjetiva (la aptitud real de pago de contribuciones), sino que se 
infiere o asume que la proporcionalidad tributaria se respeta por la cantidad o el monto 
de los bienes o servicios adquiridos; dicho en otras palabras, “la que tiene para gastar, 
tiene para pagar el IVA”. Es decir, lo que se grava es una manifestación indirecta de 
riqueza.34 Sin embargo, este argumento se aleja mucho de la aptitud real para el pago de 
contribuciones de las mujeres con menores recursos, porque no observa sus necesidades 
reales ni su capacidad económica real; por ende, ignora su capacidad contributiva 
subjetiva. 
 
Por ello, no existen elementos objetivos ni razonables para justificar que se mantenga el 
IVA de 16% a los artículos de higiene menstrual, porque son productos de primera 
necesidad que forman parte de la canasta básica de las mujeres, y su consumo no 
refleja capacidad contributiva subjetiva, dado que, como hemos dicho, son artículos 
esenciales que no son sustituibles; es decir, no hay alternativas. Las toallas femeninas y 
los tampones son artículos que satisfacen las necesidades de las mujeres en edad fértil y 
ayudan a controlar riesgos sanitarios. También permiten que niñas y mujeres acudan a las 
escuelas, los lugares de trabajo y a hacer deporte. Son productos indispensables para las 
mujeres en su desarrollo personal, profesional y social. La demanda por estos productos 
es inelástica: dado que son bienes inelásticos, toda la incidencia económica del impuesto 
cae sobre el consumidor, precisamente aquellas personas en estado de vulnerabilidad (a 
diferencia de los bienes elásticos donde el impacto económico del impuesto recae 
mayoritariamente sobre los productores).35A ellos se aplican las mismas razones que se 
aplican a los productos destinados a la alimentación o a los medicamentos con la tasa de 
0%. Son los mismos argumentos, porque son todos ellos artículos de primera 
necesidad. 
 

 
33 El resaltado es nuestro. VALOR AGREGADO. SUJETO DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA DE 
PAGO DEL IMPUESTO Y SUJETO PASIVO DEL PODER TRIBUTARIO DEL ESTADO CONFORME 
A LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO VIGENTE EN 2005. Tesis: 1a. CXVIII/2013 (10a.) Tesis 
aislada, abril de 2013. 
34 VALOR AGREGADO. SUJETO DE LA OBLIGACIÓN TRIBUTARIA DE PAGO DEL IMPUESTO 
Y SUJETO PASIVO DEL PODER TRIBUTARIO DEL ESTADO CONFORME A LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO VIGENTE EN 2005. Registro digital: 2003441 Instancia: Primera Sala Tesis: 1a. 
CXVIII/2013 (10a.) Décima Época Materia(s): Administrativa Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta. Tipo: Aislada  
35 Gruber, J. (2010). Public Finance and Public Policy. Worth Publishers. Third Edition. pp. 564-565. 
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Tampoco podría justificarse la tasa de 16% del IVA a los artículos de gestión menstrual 
con el argumento de que son ingresos etiquetados para su aplicación en infraestructuras 
adecuadas para la higiene menstrual de las mujeres, como lo es el acceso al agua potable 
o la gratuidad a productos de higiene femenina. Son ingresos tributarios que se destinan 
a la gran bolsa del presupuesto público de la Federación. No hay una política 
presupuestaria que compense la afectación de los derechos fundamentales 
comprometidos por el pago de este impuesto 
 
La exención a las y los consumidoras puede venir acompañada por la tasa de 0% 
para las y los comerciantes de los productos de gestión menstrual, porque esto les 
permitirá aplicar la tasa de 0% en el cálculo del IVA a la enajenación de dichos artículos, 
y generar un beneficio al solicitar la devolución del impuesto. Esta medida tributaria 
evitará el incremento del precio final de los productos de gestión menstrual, como 
sucedió en Tanzania, donde los comerciantes obtuvieron mayores beneficios al 
incrementar el precio de los productos, al no estar gravados, sin que las mujeres 
disfrutaran finalmente de una disminución del precio.  
 
Para entender mejor la mecánica en la aplicación de la tasa cero, citamos la siguiente tesis 
de jurisprudencia: 

 
Si bien es cierto que en principio el legislador estimó pertinente aplicar la tasa del 
0% únicamente a la enajenación de los alimentos que integran la canasta básica y 
otros de consumo popular, también lo es que posteriormente, con el objeto de 
coadyuvar con el sistema alimentario mexicano y reducir el impacto de los precios 
entre el gran público consumidor, la referida tasa se hizo extensiva a la 
enajenación de todos los productos destinados a la alimentación (con ciertas 
excepciones), dado que de esta manera se reduce su costo, al permitir que los 
contribuyentes acrediten el impuesto al valor agregado que se les traslada 
durante el proceso de elaboración y comercialización respectivo, por lo que 
se concluye que la llamada canasta básica no determina la aplicación de la 
tasa del 0%.36 

 
Es decir, la tasa de 0% permite al contribuyente —de derecho— acreditar o restar 

del IVA determinadas cantidades que invirtió para el desarrollo de la actividad gravada 
por el impuesto, tal como lo establece el artículo 4 de la Ley del IVA, que a la letra dice: 

 
El acreditamiento consiste en restar el impuesto acreditable, de la cantidad que 
resulte de aplicar a los valores señalados en esta Ley la tasa que corresponda según 
sea el caso. 

Para los efectos del párrafo anterior, se entiende por impuesto acreditable 
el impuesto al valor agregado que haya sido trasladado al contribuyente y el propio 
impuesto que él hubiese pagado con motivo de la importación de bienes o 
servicios, en el mes de que se trate. (…) 

 

 
36 El resaltado es nuestro. Registro digital: 174577, Instancia: Segunda Sala, Tesis: 2a./J. 84/2006, Novena 
Época Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIV, Julio de 2006, página 432, 
Materia(s): Administrativa Tipo: Jurisprudencia. 
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Como se argumentó líneas arriba, es importante establecer en la ley tanto la tasa 
cero como exentar a las mujeres del pago del IVA. Veamos con más claridad la diferencia 
entre tasa de 0% y la exención, de acuerdo con lo establecido en la siguiente 
jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

 
La Ley del Impuesto al Valor Agregado establece una contribución cuyo 
mecanismo ordinario de operación —correctamente diseñado para efectuar el 
cálculo respectivo— no se reduce a la interacción de sus elementos esenciales 
(sujeto, objeto, base, tasa y época de pago), sino que adicionalmente se apoya en 
las figuras del traslado y del acreditamiento, con lo cual se convierte en un 
auténtico impuesto que pesa sobre el valor agregado. Ahora bien, como excepción 
a ese esquema impositivo, la propia Ley de la materia prevé los regímenes de la 
tasa del 0% y las exenciones, que si bien es cierto que tienen en común que: a) 
constituyen alteraciones en el diseño del gravamen; b) los sujetos pasivos de la 
relación tributaria realizan el hecho imponible y, por tanto, ambos causan el 
impuesto; y, c) por razones específicas de índole social, económica o extrafiscal, 
protegen ciertos sectores de la población, de modo que el impuesto no impacte 
negativamente en su esfera económica probablemente; también lo es que ello no 
significa que operan de la misma manera, habida cuenta que entre ambos 
existen diferencias bien definidas. Así, los actos o actividades sujetos a la tasa 
del 0%, al producir los mismos efectos legales que aquellos por los que se 
debe pagar el impuesto (tasas del 15% y 10%), sí generan la obligación de 
entero del tributo, por lo que: a) existe la posibilidad jurídica de trasladar el 
impuesto, aun cuando el resultado de esa operación arroje una cantidad de 
cero y ese sea el monto que deberá enterarse en su momento; b) se tiene 
derecho de aplicar el acreditamiento respectivo; y, c) es posible solicitar la 
devolución que resulte procedente. En cambio, para el caso de actos o 
actividades exentos, por disposición de la propia Ley, no se genera la 
obligación de pago del impuesto y, por tanto: a) no puede efectuarse el 
traslado de un impuesto que en última instancia no se tiene obligación de 
pagar; b) existe imposibilidad jurídica de acreditar el impuesto que se 
hubiese trasladado al contribuyente o el pagado en la importación, por tener 
que absorberlo como gasto o costo; y, c) es improcedente cualquier 
devolución. En consecuencia, de acuerdo con el esquema diseñado por el 
legislador para dichos regímenes y en razón de los efectos que producen, se trata 
de diversas categorías de contribuyentes que no se encuentran en iguales 
situaciones jurídicas y, por ende, el tratamiento otorgado por la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado para efectos del acreditamiento no puede ser el mismo.37 

 
Son dos medidas que se complementan perfectamente en aras de evitar la desigualdad 
entre mujeres y hombres, que aminoran el carácter regresivo del impuesto. 
 
Mínimo exento respecto de productos que cubren necesidades básicas de las mujeres 

 
37  El resaltado es nuestro. VALOR AGREGADO. LOS CONTRIBUYENTES DEL IMPUESTO 
RELATIVO SUJETOS A LA TASA DEL 0% Y LOS EXENTOS, NO SE ENCUENTRAN EN 
SITUACIONES JURÍDICAS SEMEJANTES PARA EFECTOS DEL ACREDITAMIENTO. Registro 
digital: 171263 Instancia: Segunda Sala Tesis: 2a./J. 175/2007 Novena Época Materia(s): 
Administrativa Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tipo: Jurisprudencia. 
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En México la Suprema Corte ha introducido la noción de mínimo exento, que se aplicó 
en un principio en materia tributaria, en el sentido que el legislador deberá salvaguardar 
el ingreso mínimo de las personas al no gravarlo. Ese concepto, mucho más amplio, lo 
acuñó Ernst Forsthoff en el Estado alemán. En México se introdujo como una caja de 
resonancia, que poco a poco iría ampliando su espectro a todos los contribuyentes. Los 
productos de gestión menstrual deberían formar parte de un mínimo exento, por lo que 
debería eliminarse la tasa de 16% del IVA. 
 
El derecho al mínimo existencial o vital quedó incorporado en nuestro sistema tributario, 
y perfectamente tiene cabida para los productos de gestión menstrual. En este sentido 
cabe citar la siguiente tesis: 

 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido que desde una óptica 
tributaria, el derecho al mínimo vital tiene fundamento en el artículo 31, fracción 
IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como un 
derecho de los gobernados en lo general, independientemente de la manera en la 
que obtengan sus ingresos o de la prerrogativa establecida en el artículo 123 
constitucional para la clase trabajadora, consistente en que se exceptúa de 
embargo, compensación o descuento el salario mínimo; pero también reconoce 
que el derecho al mínimo vital trasciende tanto a la materia fiscal como a la 
laboral, y abarca un conjunto de medidas estatales de diversa índole 
(acciones positivas y negativas) que permiten respetar la dignidad humana 
en las condiciones prescritas por el artículo 25 constitucional, tomando en 
cuenta que ese derecho no sólo se refiere a un mínimo para la supervivencia 
económica, sino también para la existencia libre y digna descrita en la parte 
dogmática de la Constitución Federal, lo cual en términos de su artículo 1o., 
resulta concordante con los instrumentos internacionales que son 
fundamento de los derechos humanos reconocidos por la Ley Suprema. En 
ese sentido, si el derecho al mínimo vital trasciende a lo propiamente 
tributario y se proyecta sobre la necesidad de que el Estado garantice la 
disponibilidad de ciertas prestaciones en materia de procura existencial o 
asistencia vital, éste deberá asumir la tarea de remover los obstáculos de 
orden económico y social que impidan el pleno desarrollo de la persona y la 
efectiva participación de todos los ciudadanos en la organización política, 
económica, cultural y social del país.38 

 
Al hablar del derecho al mínimo existencial de las personas menstruantes estamos 
hablando de dignidad humana, que se aplica tanto para hombres como mujeres. Tal como 
lo entendió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia, dignidad humana es: 
 

(…) configurada como el requerimiento de que los individuos tengan como 
punto de partida condiciones tales que les permitan desarrollar un plan de 
vida autónomo, a fin de facilitar que los gobernados participen activamente 

 
38 El resaltado es nuestro. DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SU CONTENIDO TRASCIENDE A TODOS 
LOS ÁMBITOS QUE PREVEAN MEDIDAS ESTATALES QUE PERMITAN RESPETAR LA 
DIGNIDAD HUMANA. Registro digital: 159820. Instancia: Pleno Tesis: P. VII/2013 (9a.) Décima Época 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 1, diciembre de 2013, Tomo I, pagina 136 
Materia(s): Constitucional, Administrativa Tipo: Aislada. 
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en la vida democrática. En ese sentido, cuando el legislador reconoce un nivel 
de renta o patrimonio —o, de ser el caso, alguna definición de consumo— que 
debe liberarse de la obligación tributaria, no se configura una excepción real 
al principio de generalidad, pues debe admitirse que las personas cuyos 
niveles de ingreso o patrimonio apenas resultan suficientes para subsistir no 
deberían verse conminadas a aportar cantidad alguna a título de 
contribuciones, pues ello sólo agravaría su ya precaria situación, lo cual no 
es la intención de una obligación fundada en un deber de solidaridad entre 
los gobernados. Con base en lo anterior, puede afirmarse que la exclusión de la 
imposición al mínimo vital permite cumplir con el principio de generalidad, al 
posibilitar que todas las personas contribuyan al sostenimiento de los gastos 
públicos, excepto aquellas que, al no contar con un nivel económico mínimo, 
deben quedar al margen de la imposición.39 

En esta misma coordenada encontramos otra tesis que ayuda a robustecer nuestra postura: 
En el orden constitucional mexicano, el derecho al "mínimo vital" o "mínimo existencial", 
el cual ha sido concebido como un derecho fundamental que se apoya en los principios 
del Estado social de derecho, dignidad humana, solidaridad y protección de ciertos bienes 
constitucionales, cobra vigencia a partir de la interpretación sistemática de los derechos 
fundamentales consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
particularmente en sus artículos 1o., 3o., 4o., 13, 25, 27, 31, fracción IV, y 123; aunado 
al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el Protocolo 
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador", suscritos por México y 
constitutivos del bloque de constitucionalidad, y conformados por la satisfacción y 
protección de diversas prerrogativas que, en su conjunto o unidad, forman la base o 
punto de partida desde la cual el individuo cuenta con las condiciones mínimas para 
desarrollar un plan de vida autónomo y de participación activa en la vida 
democrática del Estado (educación, vivienda, salud, salario digno, seguridad social, 
medio ambiente, etcétera), por lo que se erige como un presupuesto del Estado 
democrático de derecho, pues si se carece de este mínimo básico, las coordenadas 
centrales del orden constitucional carecen de sentido. Al respecto, el Comité de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, 
en la Observación General No. 3 de 1990, ha establecido: “la obligación mínima 
generalmente es determinada al observar las necesidades del grupo más vulnerable que 
tiene derecho a la protección del derecho en cuestión.”  
 
Así, la intersección entre la potestad estatal y el entramado de derechos y libertades 
fundamentales, en su connotación de interdependientes e indivisibles, fija la 
determinación de un mínimo de subsistencia digna y autónoma constitucionalmente 
protegida, que es el universal para sujetos de la misma clase y con expectativas de 
progresividad en lo concerniente a prestaciones. Este parámetro constituye el derecho al 
mínimo vital, el cual coincide con las competencias, condiciones básicas y prestaciones 
sociales necesarias para que la persona pueda llevar una vida libre del temor y de las 
cargas de la miseria o de necesidades insatisfechas que limiten sus libertades, de tal 
manera que este derecho abarca todas las medidas positivas o negativas necesarias 

 
39 Las negritas son nuestras. DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON EL 
PRINCIPIO DE GENERALIDAD TRIBUTARIA. Instancia: Primera Sala Tesis: 1a. X/2009 Novena 
Época Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIX, enero de 2009, página 547 
Materia(s): Constitucional, Administrativa Tipo: Aislada. 
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para evitar que la persona se vea inconstitucionalmente reducida en su valor 
intrínseco como ser humano, por no contar con las condiciones materiales que le 
permitan llevar una existencia digna. Aunado a lo anterior, el mínimo vital es un 
concepto jurídico indeterminado que exige confrontar la realidad con los valores y fines 
de los derechos sociales, siendo necesario realizar una evaluación de las circunstancias 
de cada caso concreto, pues a partir de tales elementos, es que su contenido se ve definido, 
al ser contextualizado con los hechos del caso; por consiguiente, al igual que todos los 
conceptos jurídico indeterminados, requiere ser interpretado por el juzgador, tomando en 
consideración los elementos necesarios para su aplicación adecuada a casos particulares, 
por lo que debe estimarse que el concepto no se reduce a una perspectiva cuantitativa, 
sino que por el contrario, es cualitativa, toda vez que su contenido va en función de las 
condiciones particulares de cada persona, de esta manera cada gobernado tiene un 
mínimo vital diferente; esto es, el análisis de este derecho implica determinar, de manera 
casuística, en qué medida se vulnera por carecer de recursos materiales bajo las 
condiciones propias del caso. 40 
En consonancia con el anterior criterio jurisprudencial, el Estado tiene el deber de proveer 
a las mujeres de menores recursos con los insumos necesarios para cubrir sus necesidades 
para la higiene menstrual. Es importante indicar que ninguna partida del presupuesto 
público federal se destina a proveer de insumos para la higiene menstrual a las mujeres y 
niñas. El Estado mexicano está en falta con las mujeres. 
 
Es deseable que los productos de gestión menstrual formen parte del derecho mínimo 
existencial de la mujer, porque ello marcaría una gran pauta en el sistema tributario 
mexicano. Además, se reconocería, tal como se ha establecido en tesis aisladas, la 
acepción negativa del derecho al mínimo vital, en el sentido de erigirse como un límite al 
Estado que éste no puede traspasar en el diseño y la puesta en práctica de la política 
recaudatoria, por lo que se expresa tradicionalmente en la prohibición de los impuestos 
confiscatorios, en particular para las personas que apenas cuentan con lo indispensable 
para sobrevivir, exigiendo el reconocimiento de un patrimonio protegido a efecto de 
atender las necesidades humanas más elementales.41 La dignidad de las mujeres tiene un 
papel relevante para evitar que se grave su gasto mínimo con el consumo de los productos 
de gestión menstrual. 
 
¿Por qué no debe considerarse como un gasto fiscal del Estado? 
 
El gasto fiscal es aquel en que incurre el Estado por todos los ingresos que dejó de percibir 
debido a beneficios fiscales establecidos a favor de los contribuyentes. Es importante que 
el Estado establezca este tipo de beneficios fiscales, que preservan el mínimo existencial 
de las personas, así como aquellos que cincelan la capacidad contributiva subjetiva de los 

 
40  DERECHO AL MÍNIMO VITAL. CONCEPTO, ALCANCES E INTERPRETACIÓN POR EL 
JUZGADOR. El resaltado es nuestro. Registro digital: 2002743 Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito, Tesis: I.4o.A.12 K (10a.), Décima Época, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta. Libro XVII, febrero de 2013, Tomo 2, página 1345, Materia(s): Constitucional, Común Tipo: 
Aislada. 
41  DERECHO AL MÍNIMO VITAL. SU ANÁLISIS IMPLICA DETERMINAR, DE MANERA 
CASUÍSTICA, EN QUÉ MEDIDA SE VULNERA, POR CARECER UNA PERSONA DE RECURSOS 
MATERIALES. Registro digital: 2002744 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis: I.4o.A.30 
A (10a.). décima Época. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVII, febrero de 
2013, Tomo 2, página 1347 Materia(s): Constitucional, Administrativa Tipo: Aislada. 
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contribuyentes. En este sentido, los beneficios fiscales no deberían considerarse gastos 
fiscales, dado que en realidad no son ingresos que le corresponden al Estado, sino ingresos 
que corresponden al contribuyente para su subsistencia. Por lo tanto, ni la tasa de 0% ni 
la exención a los productos de gestión menstrual deberían considerarse gastos fiscales. 

 
No son concesiones gratuitas, son derechos fundamentales preservados en el artículo 31 
fracción IV de nuestra Constitución Federal. Este tipo de beneficios fiscales responden a 
los principios materiales de justicia tributaria, a diferencia de los beneficios extrafiscales, 
que buscan cambiar comportamientos de los contribuyentes. Estos últimos representan 
un ingreso que dejó de percibir el Estado, por lo que definitivamente deberían 
considerarse, ellos sí, gastos fiscales. 
 

Eliminación de obstáculos 

La exención y la tasa de 0% a los productos de gestión menstrual no debe considerarse 
una concesión gratuita, sino como el derecho de las mujeres a preservar su dignidad 
mediante el derecho al mínimo existencial, que el Estado está obligado a preservar.  
 
Como destacamos con anterioridad, el Estado está obligado a eliminar obstáculos con el 
objeto de que las mujeres puedan tener una existencia digna, con salud, saneamiento, 
derecho a la educación, derecho al trabajo y a la participación social. El IVA es más que 
un instrumento recaudatorio, pues impacta en estos derechos, al imposibilitar a las 
mujeres y niñas de menores recursos el acceso a productos de salud menstrual. El Estado, 
al eximir del pago del impuesto a las mujeres, estaría eliminando un obstáculo para 
acceder a estos artículos, asegurando que las mujeres de menores ingresos accedan a 
bienes de consumo básico. Las toallas femeninas y los tampones, así como las copas 
menstruales, permiten a las mujeres disfrutar de higiene menstrual y de mayor bienestar. 
Estos artículos no son artículos de lujo, sino garantía de necesidades y derechos básicos, 
incluida la salud. La tasa de 16% debe ser suprimida tan pronto sea posible. 
 

1. Tratamiento de la cuestión en el ámbito comparado 
 
Aunque no hay oportunidad en el contexto de este ejercicio de apoyo para realizar un 
estudio exhaustivo, vale la pena resaltar los notables avances que ha habido en el derecho 
comparado en el camino hacia la justicia menstrual. Ha habido avances en los cinco 
continentes. En África, en 2004, Kenia se convirtió en el primer país del mundo en 
eliminar el IVA a los productos de gestión menstrual; Namibia siguió sus pasos este año. 
De igual forma, en Oceanía se hizo lo mismo en 2018 (Australia eliminó el impuesto de 
10% existente sobre dichos productos42 y dos años después Nueva Zelanda aprobó su 
distribución gratuita).43 En Asia, en 2018, la India implementó la misma política.44 En 
Europa, el año pasado, Escocia e Inglaterra también aprobaron su gratuidad.45 Por último, 
en América, en 2015 Canadá eliminó el IVA sobre los productos de gestión menstrual.46 
 

 
42 Tarabay, Jamie (3/10/2018). Australia Scraps Tax on Tampons, Once Considered a ‘Luxury’, The New 
York Times. Recuperado el 02/06/2021 de: 
https://www.nytimes.com/2018/10/03/world/australia/tampons-tax.html 
43 D´Alessandro et. al. (2021). Op. cit., p. 22. 
44 D´Alessandro, Mercedes et. al. (2021). Justicia Menstrual. Igualdad de género y gestión menstrual 
sostenible. Ministerio de Economía, Jefatura de Gabinete de Ministros; Gobierno de Argentina, p. 22. 
45 Idem. 
46 Idem. 
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En América Latina, en particular, también ha habido avances, aunque todavía 
insuficientes. En Perú, en marzo de este año 2021 el Congreso aprobó el Proyecto de Ley 
5797.47  En él, reconoció la obligación del Estado de garantizar el acceso gratuito y 
universal para todas las mujeres a estos productos, pues les da un trato de primera 
necesidad.48 En Argentina, hay actualmente 14 proyectos de ley cuyo fin es lograr justicia 
menstrual; del total, dos proponen la exención del IVA de los productos en cuestión y 
siete su provisión gratuita. Cabe resaltar que en Trinidad y Tobago, Jamaica, Guyana y 
Surinam estos productos están exentos o tienen un impuesto de 0%.49  
 
De especial relevancia es el hecho que algunas cortes constitucionales ya han emitido 
sentencias que declaran inválidas por inconstitucionales el tipo de medidas que la Corte 
tiene hoy bajo examen. Entre las sentencias de referencia se encuentra la C-117 de 2018, 
emitida por la Corte Constitucional de Colombia, justo sobre la inconstitucionalidad 
del IVA a productos de higiene menstrual50, donde se establece que la imposición de una 
tasa de 5% IVA a dichos productos implica una violación a los principios de igualdad, 
equidad y progresividad tributaria. Por la notoria semejanza entre la litis resuelta por la 
Corte colombiana y la que la Suprema Corte tiene hoy sobre la mesa, realizaremos una 
síntesis más puntual de esta resolución. 
 
Los argumentos elevados contra la ley destacaban que se trataba de un impuesto que 
incurría en “una violación en conjunto de los principios de igualdad, equidad y 
progresividad tributaria, en tanto no era sensible a la capacidad económica de las 
mujeres (equidad vertical/progresividad tributaria) y generaba un trato injustificado al 
grabar bienes de primera necesidad que tienen incidencia en el ejercicio de los derechos 
a la dignidad, al libre desarrollo de la personalidad y al mínimo vital de las 
mujeres.51  
 
Para darles contestación, la Corte consideró necesario referirse a cuatro puntos: a) el 
margen de configuración del legislador en relación con la regulación del IVA; b) el 
contenido de los principios de igualdad, equidad y progresividad tributaria; c) la igualdad 
de las mujeres desde la perspectiva económica, y, finalmente, d) la constitucionalidad o 
inconstitucionalidad de la disposición normativa demandada.52 
 
 

a) El margen de configuración del legislador en relación con el impuesto sobre las 
ventas (IVA) 

 
47 O’Hara, Gabriel (09/03/2021). “Congreso aprueba ley para garantizar acceso a la salud menstrual a 
mujeres y niñas”, La Gestión. Recuperado el 06/02/2021 de: https://gestion.pe/peru/gestion-congreso-
aprueba-ley-para-garantizar-acceso-a-salud-menstrual-a-mujeres-y-ninas-noticia/ 
48  Congreso de la República. Proyecto de Ley 5797/2020. Recuperado el 06/02/2021 de: 
https://leyes.congreso.gob.pe/Documentos/2016_2021/Proyectos_de_Ley_y_de_Resoluciones_Legislativ
as/PL05797-20200717.pdf 
49 Höglund, Joanna y de la Roche, Mariana (09/03/2021). “El estado actual del IVA a los productos de 
salud e higiene menstrual en América Latina y el Caribe”, Menstrual Health Club. Recuperado el 
02/06/2021 de: https://mhhub.medium.com/el-estado-actual-del-iva-a-los-productos-de-salud-e-higiene-
menstrual-en-am%C3%A9rica-latina-y-el-caribe-
1a57de2b51a4#:~:text=El%20IVA%20no%20debe%20gravar,el%20Caribe%20existen%20impuestos%2
0sexistas. 
50 Corte Constitucional Colombiana, C-117/18, de 14 de noviembre de 2018. Se analizaba el artículo 185 
de la Ley 1819 de 2016 
51 Ibid, pár. 7, sec. VII, p. 34. Énfasis en el original. 
52 Ibid. pár. 9, sec. VII, pp. 38-39. 
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La Corte colombiana menciona que, en virtud de los artículos 150 y 338 de su 
Constitución, el Legislador goza de un amplio margen de configuración en materia 
tributaria. Ello, porque: del sistema tributario depende el mantenimiento, 
fortalecimiento y la propia subsistencia del Estado, lo cual genera en un deber de todas 
las personas de tributar; el principio de solidaridad obliga a que todos participen en la 
consecución de los fines del Estado; y el Estado tiene la función de intervenir en la 
economía mediante la ley, lo cual le permite definir tanto la política tributaria como los 
medios para alcanzarla. Pero la Constitución impone límites a esta potestad 
configuradora: i) el respeto por el Estado Social de Derecho, ii) los principios 
constitucionales de legalidad, certeza e irretroactividad de los tributos, así como de 
equidad, eficiencia y progresividad tributaria, iii) el principio de igualdad y iv) los 
derechos fundamentales, especialmente los derechos sociales y económicos, la 
prohibición de regresividad, y los derechos a la alimentación y al mínimo vital.53 
 
La Corte reconoce las particularidades del IVA como impuesto indirecto, que no exige 
una identificación concreta y previa del sujeto contribuyente y en cuyo contexto la 
capacidad económica se determina a la luz del grado de consumo de los bienes o servicios 
gravados,54 pero destaca que ello no lo exenta de un análisis de constitucionalidad 
basado en el principio de progresividad, el cual deberá atender, además de a la 
capacidad mostrada por la adquisición del producto grabado, si las personas gozan o no 
de libertad para adquirir los bienes o servicios gravados y la distribución de los beneficios 
que se obtienen en razón del gasto público financiado por dicho impuesto. A juicio de la 
Corte, el gravamen indiscriminado del IVA sobre todos los bienes o servicios, sin tener 
en cuenta su naturaleza, objetivos y finalidades, y sin medir sus consecuencias sociales, 
puede violar el principio de igualdad. Para evitarlo, el Legislador puede recurrir a 
diversos mecanismos de diseño institucional con base en su amplio margen de 
configuración, como las tarifas diferenciales o, en última instancia, las exenciones y 
exclusiones, mecanismos cuya validez está a su vez sujeta a que sean instrumentos de 
estímulo fiscal encaminados a la consecución de fines constitucionalmente legítimos, que 
partan de la configuración del Estado como un Estado Social de Derecho, la exigibilidad 
de los derechos sociales, la prohibición de regresividad, la garantía de alimentación y el 
mínimo vital de la población vulnerable, y la observancia de los principios tributarios de 
igualdad, equidad, progresividad y justicia.55 
 
Respecto de los bienes de primera necesidad, la Corte estima válido gravarlos cuando 
i) los mismos son sustituibles y ii) existen políticas efectivas que compensan la afectación 
al mínimo vital de las personas que, debido a su condición económica, enfrentarían 
dificultades o se verían en imposibilidad de acceder a los mismos a causa del mayor valor 
que deben pagar por ellos a causa del impuesto. Por el contrario, se actualizará una 
violación a los principios de progresividad y equidad en materia tributaria, así como el 
derecho al mínimo vital si, de manera indiscriminada y sin el mínimo de deliberación 
pública, se modifica el sistema tributario; dicha modificación se realiza de manera 
regresiva y contraria a los fines redistributivos, mediante la ampliación de la base del IVA 
a todos los bienes y servicios de primera necesidad de los cuales depende ineludiblemente 
el goce efectivo del derecho al mínimo vital de un amplio sector de la población del país.56 

 
53 Ibid. pár. 10, sec. VII, pp. 39-40. 
54 Ibid. pár. 11, sec. VII, p. 40. 
55 Ibid. pár. 16, sec. VII, pp. 43-46 
56 Ídem. 
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b) Los principios de igualdad, equidad y progresividad tributaria 

 
La Corte Constitucional colombiana menciona que la razonabilidad como marco para la 
potestad tributaria opera tanto para otorgar eficacia al principio de igualdad, 
específicamente a la igualdad de trato ante la ley, como en el contexto del sistema 
tributario, para evaluar el cumplimiento de las condiciones derivadas de los principios de 
equidad, progresividad y justicia tributarias.57 La Corte destaca que tanto el principio de 
igualdad como el de equidad tributaria encuentran un desarrollo específico en materia de 
política fiscal en los principios de generalidad y equidad, pues si bien conforme a la 
Constitución todas las personas tienen el deber de contribuir al financiamiento de los 
gastos e inversiones del Estado (generalidad), también se encuentra previsto 
constitucionalmente que el diseño del sistema tributario debe responder a los principios 
de justicia, equidad, eficiencia y progresividad que son los límites constitucionales para 
el ejercicio del poder tributario del legislador.58 
  
La Corte recuerda que la equidad tributaria es un criterio base en el cual se pondera la 
distribución de las cargas y de los beneficios o la imposición de gravámenes entre los 
contribuyentes para evitar que haya cargas excesivas o beneficios exagerados. Una carga 
se considera excesiva o un beneficio exagerado cuando no consulta la capacidad 
económica de los sujetos pasivos en razón a la naturaleza y fines del impuesto en 
cuestión.59 Además, el principio de equidad tiene una doble dimensión horizontal (en 
referencia a los contribuyentes que se encuentran en una misma situación fáctica y que 
deben contribuir de manera equivalente) y vertical (que implica una mayor carga 
contributiva sobre aquellas personas que tienen más capacidad económica, lo cual refiere, 
precisamente, a la progresividad en la tributación).60 La Corte explica que se puede 
actualizar una violación al principio de equidad tributaria cuando, entre otros aspectos, el 
monto a pagar por concepto del tributo no se defina atendiendo a la capacidad económica 
del contribuyente, lo cual debe evaluarse mediante la aplicación de un test de 
razonabilidad que analice si un tratamiento normativo viola la equidad tributaria, para lo 
cual debe evaluarse si la norma persigue fines constitucionales y es eficaz para 
obtenerlos.61 
  

c) La igualdad de las mujeres desde la perspectiva económica 
  
La Corte colombiana recuerda que la cláusula de igualdad constitucional impone 
obligaciones respecto a la garantía de igualdad real y efectiva de las mujeres. El 
desarrollo de estos deberes responde a la constatación de las desventajas históricas que 
han sufrido, entre las cuales se cuentan la brecha salarial entre hombres y mujeres, la 
discriminación en el trabajo por el embarazo, el desconocimiento del valor y la falta de 
remuneración por las labores domésticas, entre otros. La mayoría de estas situaciones 
responden a una estructura cultural que ha exigido a las mujeres el cumplimiento de un 
rol en la sociedad, aparejado con estereotipos de género negativos referentes a que su 
lugar es en el hogar y su rol reproductivo, lo cual les impediría ocupar espacios públicos 
o políticos. Estas asunciones han negado a las mujeres de oportunidades de independencia 

 
57 Ibid. pár. 18, sec. VII, p. 47. 
58 Ibid. pár. 21, sec. VII, p. 48. 
59 Ibid. pár. 23, sec. VII, p. 49. 
60 Ibid. pár. 25, sec. VII, p. 49. 
61 Ibid. párrs. 27-30, sec. VII, pp. 50-51 
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económica, las ha mantenido en estructuras familiares de dependencia respecto de sus 
parejas y ha generado incluso violencia económica contra ellas. 62 
 
La Corte observa que el derecho a la igualdad material de las mujeres, como imperativo 
constitucional, no sólo implica declarar la inconstitucionalidad de normas o situaciones 
que previenen a las mujeres del pleno goce de sus derechos fundamentales en igualdad 
de condiciones respecto a los hombres, sino también la adaptación de acciones 
afirmativas. El Estado debe adoptar políticas públicas orientadas a la igualdad 
material, lo cual obliga a suprimir los obstáculos existentes para alcanzarla y, por 
otro lado a analizar si existe discriminación indirecta y/o interseccional –mediante 
análisis que atiendan al impacto de las medidas en las personas no sólo como mujeres en 
general, sino en relación con otras posibles fuentes de discriminación (como el estatus 
socioeconómico).63  La Corte cita un estudio de Bernett y Grown que identifica cuatro 
hechos que determinan el impacto de las políticas tributarias respecto de la igualdad de 
las mujeres: el empleo remunerado (incluido el trabajo formal e informal, salarios y 
segregación ocupacional), el porcentaje de trabajo no remunerado que realizan (como el 
trabajo doméstico o el cuidado de niños, personas enfermas y de la tercera edad), los 
gastos de consumo y los derechos de propiedad. 64 
 
Los cuatro factores anteriores inciden en el impacto disparejo que las políticas 
contributivas tienen para las mujeres, especialmente los impuestos indirectos que, al 
no gravar la capacidad económica de los contribuyentes, asumen que el trato igual para 
todos resulta equitativo y que la progresividad en el tributo está mediada por la cantidad 
del consumo. Debido a esos factores, imponer el IVA los bienes de primera necesidad 
puede tener implicaciones diferenciadas para las mujeres; en ciertos casos, el contexto 
económico desigual de las mujeres como su menor capacidad adquisitiva implican 
analizar si las políticas tributarias generan cargas desproporcionadas para estas.  
 
La Corte menciona que, en países como Canadá, Francia, y algunos Estados de los 
Estados Unidos, se han eliminado impuestos similares al IVA sobre toallas higiénicas y 
tampones, al constatar que dicho impuesto viola los derechos a la igualdad de género, a 
la igualdad económica, a la salud y a la vida digna de las mujeres.65 
  
La violación a la igualdad de género se debe a que el gravamen de los productos de 
higiene menstrual impone una carga a productos exclusivamente usados por las mujeres. 
Dicha distinción es injustificada ya que los hombres no la deben asumir, mientras que las 
mujeres no tienen opción de decidir sobre el consumo de esos productos por ser bienes 
de primera necesidad para ellas. Este argumento fue importante en el debate que se 
desarrolló en la Cámara de los Comunes de Canadá. y en los debates parlamentarios 
argentinos sobre el tema.66  
 
La violación a la igualdad económica deriva del impacto disparejo del impuesto sobre 
las mujeres de bajos ingresos, en un contexto en el cual las mujeres en general tienen 
menores salarios y oportunidades laborales que los hombres y más responsabilidades de 
cuidado. Este argumento fue importante en el ámbito legislativo en California y en 

 
62 Ibid., pár. 31, sec. VII, pp. 51-52. 
63 Ibid., pár. 33, sec. VII, p. 53. 
64 Ibid., pár. 35, sec. VII, p. 54. 
65 Ibid, pár., 37, sec. VII, pp. 58-59. 
66 Ibid, pár., 38, sec. VII, pp. 59-60. 
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Canadá (donde se calculó que, en el año 2014, 18,000 mujeres entre 12 y 49 años gastaron 
cerca de $520 millones de dólares en productos de higiene femenina) y en Francia (donde 
se observó que la carga impositiva a los productos higiénicos se acercaba a $55 millones 
de euros). Se trata de una carga desproporcionada que, además, como impuesto indirecto, 
incurre en discriminación económica.67 
  
La violación a la salud, importante en los debates de Canadá, Argentina y Estados 
Unidos, está ligada al hecho de que el gravamen de estos productos hace más difícil para 
las mujeres, especialmente mujeres pobres, mantener una buena higiene íntima, necesaria 
para evitar infecciones de muy distinto tipo. En Canadá se mencionó la estrecha relación 
entre el acceso a productos de higiene menstrual con el derecho a la salud reproductiva, 
y en Nueva York dicho argumento conllevó a que tales productos se incluyeran en la 
categoría de productos médicos. En Argentina también se destacó el vínculo entre no 
acceso o escasez de productos de higiene menstrual y problemas de salud, de salud 
reproductiva, infertilidad e incluso muerte.68  
  
La violación a la vida digna deriva del impacto del acceso a productos de higiene 
menstrual en la dignidad de las mujeres, pues del acceso a estos productos depende el 
ejercicio de los derechos a la educación, al trabajo y a llevar una vida normal en la 
sociedad,69 algo que tristemente queda reflejado en el hecho de que, según datos del 
Banco Mundial, en África una de cada diez niñas no asiste a la escuela durante el período 
menstrual por la ausencia de instalaciones, falta de información y carencia de productos 
sanitarios.70 
  

d) La inconstitucionalidad del IVA del 5% sobre productos de higiene menstrual 
 
Explorado el impacto prima facie de la medida en los derechos constitucionalmente 
garantizados y tras hacer un recuento del tratamiento fiscal que se ha dado en distintos 
momentos históricos a las toallas higiénicas y tampones, la Corte se enfoca en examinar 
si la imposición de la tasa del 5% supera el examen de razonabilidad. Como 
recordaremos, con base en la jurisprudencia vigente este análisis consiste en examinar si 
se siguen las reglas del impuesto sobre ventas (i), revisar que la medida persiga fines 
constitucionales (ii) y verificar que la misma sea eficaz para lograr dichos fines (iii).71 
Dado que las reglas aplicables en materia fiscal dependen de la naturaleza del producto,72 
lo primero que hace la Corte es examinar la misma y llega a la conclusión de que las 
toallas higiénicas y los tampones son bienes insustituibles necesarios para garantizar la 
dignidad de las mujeres73 así como otros derechos relacionados como la igualdad, la salud 
y el libre desarrollo de la personalidad. 74  El tribunal enfatiza que la ausencia de 
alternativas es particularmente preocupante en el caso de mujeres con baja capacidad 
adquisitiva.75 A partir de ello, la Corte estima que se incumplieron dos requisitos básicos 
para cumplir con la primera grada del examen de razonabilidad: i) no se llevó a cabo una 
mínima deliberación democrática al momento de reformar la norma y ii) no se 

 
67 Ibid, pár., 39, sec. VII, pp. 60-61. 
68 Ibid, pár., 40, sec. VII, pp. 61-62. 
69 Ibid, pár., 41, sec. VII, pp. 62. 
70 Ibid, sec. IV, pp. 22. 
71 Ibid., pár. 46, sec. VII, p. 68. 
72 Ibid., pár. 47, sec. VII, p. 68. 
73 Ibid., pár. 48, sec. VII, p. 69. 
74 Ibid., pár. 51, sec. VII, p. 71. 
75 Ibidem., pár. 51, sec. VII, p. 70. 
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Estudios Jurídicos 
CIDE 

Adriana  Berrueco García  Investigadora titular B, de tiempo 
completo  

IIJ UNAM 

Carlos H. Reyes Díaz Profesor Titular Tiempo Completo IIJ - UNAM 
Pauline  Capdevielle Investigadora asociada de tiempo 

completo  
IIJ - UNAM 

José María Serna de la Garza Investigador Titular de Tiempo 
completo 

IIJ - UNAM 

Sandra  Serrano Profesora-Investigadora de tiempo 
completo 

FLACSO México 

María Elisa  Franco Martín del 
Campo 

Investigadora Asociada Nivel C de 
Tiempo Completo 

IIJ - UNAM  

Jorge  Peláez Padilla Académico de Tiempo Completo / 
Coordinador de la Licenciatura en 
Derecho 

Departamento de Derecho, Universidad 
Iberoamericana  



Ariadna Salazar Quiñonez Investigadora titular  Universidad Iberoamericana 
Rosalía Ibarra Investigadora titular de tiempo 

completo 
IIJ - UNAM 

Diego Garcia Ricci Investigador titular de tiempo completo Universidad Iberoamericana 
Ricardo Alberto Ortega Soriano  Académico investigador de tiempo 

completo 
Universidad Iberoamericana  

Camilo Saavedra Herrera Investigador Titular de Tiempo 
Completo 

IIJ-UNAM 

María Paula Saffon Investigadora titular de tiempo 
completo  

IIJ-UNAM 

Marisol Anglés Hernández Investigadora Titular de Tiempo 
completo 

UNAM 

Karina Mariela Ansolabehere  Investigadora IIJ- UNAM 
Ana  Fierro Ferraez Investigadora  CIDE 
Ángel Oswaldo Reyes Flores Profesor de Asignatura Universidad Autónoma del Estado de 

México 
Rachel Sieder Profesora-Investigadora CIESAS, Ciudad de México 
Karolina Monika Gilas Profesora asociada TC Facultad de Ciencias Políticas y Sociales de 

la UNAM 
Elisa  Ortega Velázquez  Investigación  IIJ - UNAM  
Laura Velázquez Investigador Asociado C de Tiempo 

Completo  
IIJ - UNAM  

Gilberto  Santa Rita Tamés  Profesor investigador de tiempo 
completo 

Universidad Iberoamericana   

Juan Antonio Cruz Parcero Investigador Titular C de Tiempo 
completo y Director  

Instituto de Investigaciones Filosóficas, 
UNAM 

Elena Molina Cañizo académica tiempo completo Universidad Iberoamericana 
Angélica  Cuellar Vázquez Profesora Titular FCP y S. UNAM 
José Luis Caballero Director  Universidad Iberoamericana 
Lucía  Raphael de la 

Madrid 
Investigadora titular A de tiempo 
completo 

IIJ UNAM 



Ana Micaela  Alterio Profesora Investigadora de tiempo 
completo 

ITAM 

Francisco José  Paoli Bolio Investigador Titular de tiempo 
completo 

IIJ - UNAM 

Maru  Calderón Renero profesor por asignatura Facultad de Derecho 
María de la Luz Inclán Oseguera Profesora-Investigadora Centro de Investigación y Docencia 

Económicas 
Fernando  cano valle Profesor Titular C TC; Pride D; Medico 

Maestría en ciencias médicas, 
neumología 

IIJ - UNAM 

Sebastián Garrido de Sierra Profesor asociado CIDE 
Flavia Freidenberg Investigadora Titular a Tiempo 

Completo  
IIJ, UNAM 

Ximena Medellin Profesora-Investigadora Titular Centro de Investigación y Docencia 
Económicas 

Lucero Ibarra Rojas Profesora-Investigadora Titular CIDE 
María Mercedes Albornoz Profesora investigadora titular CIDE 
Cesar  Astudillo Investigador titular de tiempo completo IIJ - UNAM 
Catherine Andrews profesora investigadora titular CIDE 
Jimena Moreno Profesora de tiempo completo CIDE 
Olga Elizabeth  Meléndez Chávez Profesora por asignatura Facultad de Derecho, UNAM 
Ana Isabel Flores Solano Profesor de asignatura Facultad de Derecho UNAM  
Judith Zubieta García Investigadora Titular "C" Instituto de Investigaciones Sociales, 

UNAM 
Dainzú  López de Lara 

Espinosa 
Profesora de tiempo completo  Universidad de las Américas Puebla 

Rosa María Álvarez González Investigadora Titular de tiempo 
completo 

IIJ - UNAM 

Tania Gabriela Rodríguez Huerta Profesora investigadora numeraria ITAM 
Adriana  Sandoval Moreno  Investigadora titular T. C.  Unidad Académica de Estudios Regionales  



Ismael  Eslava Pérez  Secretario Académico  Programa Universitario de Derechos 
Humanos  

Alma  Sánchez Olvera Profesora Titular FES Acatlán 
Marcos David Silva Castañeda Profesor  UNAM 
Gabriela Betsabé Miramontes Vidal Técnica académica titular B Instituto de Investigaciones Estéticas 
Constantino Ventura Arrezola Jefe de área académica.  Universidad Cristóbal Colón (MX).  
Emmanuel Antonio  Cárdenas Rojas Profesor de Cátedra Derecho de las 

Obligaciones  
Tecnológico de Monterrey 

Hilda Gómez Gómez Profesora universitaria  Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de 
la Universidad Autónoma de Tamaulipas 

Gianmarco Coronado Graci Profesor de asignatura Instituto Tecnológico Autónomo de México 
(ITAM) 

Carlos Gregorio Ramírez Hernández Profesor de asignatura Universidad iberoamericana Torreón 
Tania  Miranda Investigadora sobre temas selectos de 

Políticas Públicas 
Centro de Investigación y Docencia 
Económicas, A.C, División de 
Administración Pública  

Carmen Patricia  López Olvera Investigadora Asociada de Tiempo 
Completo 

IIJ - UNAM  

Gerardo  García Ramírez  Cátedra  Universidad Columbia  
Israel Santos Flores Investigador asociado “C” de Tiempo 

Completo  
IIJ - UNAM 

María del Pilar Hernández Martínez Investigadora IIJ/UNAM 
Alfonso  Oñate Laborde Academia Mexicana de Protección de 

Datos Personales, AC 
Presidente 

Francisco Tortolero Cervantes Investigador IIJ - UNAM 
Ana Micaela  Alterio Profesora Investigadora de tiempo 

completo 
ITAM 

Víctor Miguel Dávila Leal Profesor titular Universidad del Valle de México campus 
Aguascalientes 

Vicente Partida Zamudio Profesor de asignatura  Universidad De Guadalajara  
María Guadalupe Peña González Profesora de asignatura Universidad La Salle / UNAM 



Luis Armando Armendáriz 
Munguía 

Asignatura Escuela Libre de Derecho de Chiapas 

Sergio Santinelli G. Catedrático  UADY 
Carlos Espinosa 

Berecochea 
Investigador  UP 

Emilio Margain Barraza  Asignatura definitivo Facultad de derecho 
Edgar Yeman García Turincio Profesor de asignatura A FCPyS 
Giovanni A. Figueroa Mejía Académico de Tiempo Completo  Universidad Iberoamericana, Ciudad de 

México 
Javier Delgado Campos Investigador Titular B, de Tiempo 

Completo, definitivo.  
Instituto de Geografía, UNAM 

Lorena  Romero Salazar  Profesora de Tiempo Completo Facultad de Ciencias de la Universidad 
Autónoma del Estado de México  

Yubani  Ramírez Amayo Profesora y Vicepresidente de la 
AMDF. 

Academia Mexicana de Derecho Fiscal 

Alethia Fernández de la 
Reguera 

Investigadora asociada TC IIJ - UNAM 

Michelle Guerra Sastré Profesora de asignatura  Universidad Iberoamericana  
Luz  Orozco y Villa Programa de Doctorado Universidad de Oxford 
Mónica Vanessa  Garduño Paz PTC UAEMEX  
José Crespo Profesor afiliado CIDE 
Francisco Ballesteros Gallegos Docente Universidad Xochicalco 
Luis Felipe  Astudillo 

Constantino  
Titular tiempo parcial Anáhuac Cancún  

Natalia Cervantes Coordinadora Editorial CIDE 
Adriana Elizabeth Mancilla Margalli Investigadora asociada de tiempo 

completo 
Universidad de Colima 

Renela María  Valladares McNelis  Profesora titular de tiempo completo  UNAM 
Jorge Lara Profesor Facultad de derecho 
Carlos Alberto  Figueroa Sánchez  Catedrático de derecho civil  Universidad Iberoamericana/ Universidad 

Anáhuac  



Tatiana Alfonso Profesora de Tiempo Completo ITAM 
Jessica  Bautista Profesora de asignatura Facultad de Arquitectura 
Gustavo Rodríguez Oseguera Docente medio tiempo CBTIS  
Harumi Shimada Profesora de tiempo completo ENES UNAM León 
Gabriela Guadalupe  Valles Santillán  Profesora - Investigadora de tiempo 

completo  
Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de 
la Universidad Juárez del Estado de 
Durango  

Luis Raúl  González Pérez  Profesor de T C Facultad de Derecho 
Néstor Martínez Cristo Técnico académico  Coordinación de Humanidades 
Pamela  Fernández Reyes Investigadora tiempo completo  Facultad de derecho 
Lourdes Motta Murguía  Profesora titular de posgrado ITAM 
Jesús Orozco Henríquez  Investigador de TC UNAM 
Laura Acosta Torres  Profesora de carrera de tiempo 

completo  
ENES León, UNAM  

Sheila Adriana  González Olivares  Docente  Universidad Tecnológica de Tehuacán  
Marcela Leticia  López Serna  docente de asignatura Universidad del Valle de México 
Julio César González Moreno Asistente de investigación - DEP CIDE 
Luis Peña Cruz Profesor de asignatura  Licenciatura en Derecho - Universidad Ibero 

Puebla 
Omar Frías Romero Profesor de preparatoria Docente de Colegio Rex en Durango, Dgo 
Daniel Cerecedo Profesor adjunto UNAM 
Doris  Mendoza López  Docente  Universidad Autónoma de Sinaloa  
CARMEN GISELA  FLORES 

ESTRADA 
Investigadora  IEA 

Elena  Cruz Profesora de asignatura Facultad de Derecho UNAM 
Julia Isabel Flores Dávila Investigadora titular  Instituto de Investigaciones Sociales, 

UNAM 
Christian Javier Pérez Nava Docente de Introducción a la Propiedad 

Intelectual y Teoría General del 
Proceso. 

Universitaria. IBERBRAND, S.C.  

María de Jesús  Solís Profesora UNAM 



Guadalupe  Salmorán Villar Investigadora de tiempo completo  IIJ - UNAM de la UNAM 
Bradly John Condon Profesor Numerario de Tiempo 

Completo  
ITAM  

Alejandro  Rodiles Bretón Profesor/Investigador de tiempo 
completo 

ITAM 

Gabriela Aída Cantú Ramos Sria. Académica de un programa de 
Posgrado 

UNAM 

Miguel Eraña profesor/investigador TC UNIVERSIDAD IBEROAMERICANA 
CDMX 

Alethia Fernández de la 
Reguera 

Investigadora asociada TC IIJ - UNAM 

Martha Elba Dávila Pérez Directora de Tesis Universidad de Guanajuato 
Sergio Santinelli G. Catedrático  UADY 
Eugenio Enrique Velasco Ibarra 

Arguelles 
Profesor asociado de tiempo completo Instituto Tecnológico Autónomo de México 

Ana Lucina  Galindo Álvarez Profesor por horas Universidad de Colima 
Rodrigo Gutiérrez Rivas Investigador Titular B Tiempo 

Completo 
IIJ - UNAM 

FRANCISCO VALDES Investigador Titular C Instituto de Investigaciones Soclales--
UNAM 

Hugo A.  Concha  Investigador Titular de Tiempo 
Completo 

IIJ - UNAM 

Pamela Rodríguez Padilla Investigadora IIJ -UNAM 
Claudia Ortiz Profesora Asociada de tiempo completo Facultad de Arquitectura, UNAM 
Roberto Lara Chagoyán Director Nacional del Programa de 

Derecho 
Tecnológico de Monterrey 

Fernanda  Cobo Armijo Profesora de tiempo  IBERO 
Nuria  González Martín investigadora titular de tiempo 

completo 
UNAM 

Nayelli Marsch Martínez Profesora Depto. de Biotecnología  
Emma Liliana Navarrete Investigadora tiempo completo El Colegio Mexiquense 



Ricardo Pozas investigador titular C de tiempo 
completo 

Instituto Investigaciones Sociales UNAM 

Erika  Alcantar  Profesora de asignatura A Facultad de arquitectura  
Rodrigo Camarena Profesor de tiempo completo ITAM 
Cinthia  Soberanes Prof asignatura ENES León 
María  Gabriela Piña  Profesor de tiempo completo UAEM 
Lucero Evelyn Juárez Vera Ayudante de profesor B Facultad de Ingeniería, UNAM 
Celia Elizabeth Caracheo Miguel Profesora titular de tiempo completo  Licenciatura en Urbanismo 
Franco Lammoglia Ordiales Profesor de Clínica  ITAM  
María  Valencia García Docente de asignatura Universidad Iberoamericana León 
Francia Ivette Macias Quintero Docente de humanidades Instituto Colimense de Educación Básica SC  
Alejandra Macias  Profesor de Asignatura UNAM 
Mónica  Mendiola Coordinadora biblioteca Ibero-León  Universidad Iberoamericana 
Claudia Chibici Profesora titular de tiempo completo Escuela Nacional de Estudios Superiores 

León 
Mariana  Molina Fuentes Coordinadora de la Cátedra 

Extraordinaria Benito Juárez 
UNAM 

Laura Reyes Gómez  Asociada en despacho tiempo completo  Iberoamericana CDMX 
Amílcar Iván Urdiales Tijerina Maestro eventual UMM Monterrey, México 
Andrea Larios Campos Investigadora Fundar 
Marta Cebollada Gay Profesora de asignatura Ciencia Política ITAM Instituto Tecnológico Autónomo de 

México 
Gonzalo Soltero Profesor titular de tiempo completo ENES León 
Mayra de la Torre Martínez ITC tiempo completo CIAD 
David Pantoja Morán Profesor titular "C" de tiempo 

completo. 
Facultad de Ciencias Políticas y Sociales 
UNAM. 

Julio Ríos Figueroa Profesor Titular ITAM, Departamento de Derecho 
Georgina González Tutor docente Colegio Vizcaya 
Julio Mario  Beltrán Mora Docente UESAAME 
Amneris Chaparro Investigadora y secretaria académica  Centro de Investigaciones y Estudios de 

Género UNAM 



Alí Siles Bárcenas  Investigador asociado de tiempo 
completo 

Centro de Investigaciones y Estudios de 
Género UNAM 

Aurora Gómez Galvarriato  Profesor-investigador El Colegio de México  
Elena  Estavillo Flores Profesora de asignatura Tecnológico de Monterrey 
Mario Jacobo Cruz Montoya Profesor de Asignatura  Facultad de Medicina, UNAM 
José Luis  Reyes Reyes Docente IPN 
María José  Pantoja Peschard Profesora asociada C de tiempo 

completo 
FCPyS UNAM 

Guadalupe Martínez Jubilada  UNAM 
Gabriel Ascencio Franco Investigador y director CIMSUR-UNAM 
Areli Vázquez Juárez Profesora TC ENES, León 
rodrigo meneses Investigador titular de tiempo completo CIDE 
Josafat  Cortez Salinas Profesor de Tiempo Completo FCPyS-UNAM 
Ángela Margoth Bacca Mejía Profesora Asociada C de Tiempo 

Completo 
Facultad de Ciencias Políticas y Sociales - 
UNAM 

Nancy Alejandra  Tapia Silva Técnica Académica Titular A de tiempo 
completo 

Centro de Investigaciones y Estudios de 
Género 

Luz Adriana Arreola Paz Funcionaria académica UNAM CIEG-UNAM 
ADRIANA Soberón Santisteban Docente  Universidad Intercontinental  
Rubén Antonio Sánchez Gil Profesor de Tiempo Completo Facultad de Derecho de la Universidad 

Autónoma de Yucatán 
Alma Nely Baeza Flores Contador Publico IPN 
Miguel Ángel Castro Investigador asociado de tiempo 

completo  
Instituto de Investigaciones Bibliográficas 

Ana María Zorrilla Noriega Coordinadora de la Clínica en Derecho 
y Política Pública 

Instituto Tecnológico Autónomo de México 

Ángel Alonso Salas  Secretario académico  PUB UNAM  
MARIA ANA 
BEATRIZ 

Masera CERUTTI Investigadora titular de TC UDIR UNAM 

Isalia  Nava Bolaños Investigadora Titular de Tiempo 
Completo 

UNAM 



Aurelio León Sosa Docente AEQVO 
Vanessa  Granados Administrativo  Programa Universitario de Estudios del 

Desarrollo - UNAM 
Margara Millán  Profesora titular  FCPYS UNAM  
Justus  Fenner Investigador titular CIMSUR-UNAM CIMSUR-UNAM 
María del Pilar González Barreda Profesora de Asignatura  Facultad de Derecho UNAM 
José Luis Almanza Morales Técnico Académico titula B de tiempo 

completo 
DGBSDI  

Alma Amalia González Cabañas Investigadora Titular B UNAM 
Brenda Chávez Bermúdez Profa.-Investigadora IIJ - UNAM 
Julio Javier Copo Terrés Profesor de asignatura Derecho 

Internacional Público 
Universidad Iberoamericana 

Valeria Rozenel  Maestra de asignatura  UDEM 
Natividad Gutiérrez Chong Investigadora titular TC Instituto de Investigaciones Sociales UNAM 
Flor Araceli Camacho Villa Profesor de Asignatura  UNAM  
Bárbara Mancera Profesora por asignatura Facultad de Derecho, UCOL 
Elena Lazos Chavero investigadora TC IIS-UNAM 
Carlos H. Reyes Díaz Profesor Titular Tiempo Completo IIJ - UNAM 
MARÍA TERESA 
DEL NIÑO JESÚS  

CADENA 
SOLÓRZANO 

Profesora Universidad Insurgentes 

Elías Alejandro  Ríos Piña  Directivo de Escuela SEP 
Graciela Pompa García  Docente de Derecho  Universidad Latina  
Patricia Ordóñez León  PTC UJAT 
Gabriela Gomez-Rodriguez Técnico Académico titular B de tiempo 

completo 
Instituto de Geografía UNAM 

María Teresa de la Concha 
Autrique  

Maestra Autónoma de Guadalajara 

Alicia Azuela  Investigador TCTC IIE UNAM  
Jacqueline Peschard Mariscal Profesora Titular de Tiempo Completo Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, 

UNAM 
Tania  Estrada Jiménez Profesor investigador tiempo completo UPAEP 



Jorge Antonio Martínez Quezada Docente Colegio de Bachilleres de Chihuahua 
Daniel Barceló Rojas investigador titular de tiempo completo IIJ UNAM 
Humberto  Olivera Dirección General  Colegio México Roma  
Sylvia Irene Schmelkes Del 

Valle 
Vicerrectora Académica Universidad Iberoamericana CdMx 

Jerónimo Jesús Salinas García Maestro Academia Mexicana de Auditoría al 
Desempeño 

Julia Pozas Loyo Profesora investigadora de tiempo 
completo  

El Colegio de México 

Federica Alejandra  Pineda Valladares  Docente Universidad Interglobal  
Miguel Alejandro López Olvera Investigador Titular de Tiempo 

Completo 
UNAM 

María Patricia Kurczyn Villalobos Investigadora titular tiempo completo IIJ - UNAM 
Mauricio Padrón Innamorato Investigador Titular de Tiempo 

Completo 
IIJ - UNAM 

Halley Ávila Fernández  De asignatura  Facultad de Derecho, UNAM  
María de Lourdes Olivera Martínez Técnica Académica UNAM 
Mario Cruz Martínez Profesor investigador de tiempo 

completo 
Departamento de Derecho, Ibero 

Luis Mata Investigador posdoctoral Instituto de Investigaciones Sociales 
Laura Acosta Torres  Profesora de carrera de tiempo 

completo  
ENES León, UNAM  

Iván Ruiz García Director Instituto de Investigaciones Estéticas 
Francisco Javier Soto Morales Profesor Universitario Escuela de Derecho Universidad 

Panamericana, Guadalajara 
José Juan Sandoval Guizar Profesor en Derecho Fiscal Escuela Libre de Derecho de Sinaloa 
Carmen Valderrama Ramos Maestra Particular 
Bernardo Bolaños Profesor-investigador Universidad Autónoma Metropolitana 
María Isabel de 
Lourdes 

Loza Vaqueiro Profesora de asignatura ENES, Unidad León 

Alex Varas de Valdez Fiscal y Administrativo UNAM 



 

Estudiantes 

Nombre Apellido Nivel Materia Institución 
Carlos Francisco Soriano Bañuelos Licenciatura Ciencia Política FCPyS, UNAM 
Alexa Aguilar Castellano Licenciatura Derecho ITAM 
Estefanía Viviana Rodríguez Ramos Licenciatura Licenciatura en Derecho ITAM 
Bernardo Cantú Soriano Licenciatura Licenciatura en Derecho ITAM 
Angel Efrain Lagunes Casas Licenciatura Especialidad en Derecho Penal Antigua Escuela de 

Jurisprudencia 
Montserrat  Ruiz Ortega Licenciatura Licenciatura en Neurociencias Estudiante de la Lic. en 

Neurociencias 
Lorena Vázquez Correa Doctorado Doctorado en Derecho IIJ - UNAM 
Andrés Serrano Molina Maestría Maestría en Derecho Posgrado Facultad de 

Derecho UNAN 
Ximena  Camargo Maestría Derechos humanos y democracia FLACSO 
Anahí Adriana  Ruelas Orozco Maestría Maestría en democracia y 

derechos humanos 
UNAM 

César Adrián  González Cortés Maestría Posgrado en Derecho  UNAM 
Ángel Saucedo Martínez Doctorado Derecho IIJ - UNAM 
Samantha Rodríguez Santillán Licenciatura Derecho Facultad de Derecho UNAM 
Pola Luz Batiz Slazak Licenciatura Neurociencias Facultad de Medicina, 

UNAM 
Omar Contreras Borbón Doctorado Derecho IIJ - UNAM 
Víctor Manuel Martínez Villalba Licenciatura Ciencia Política FCPyS UNAM 
Sebastián  Godínez Rivera  Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política  UNAM  
Areli Gayosso Miranda Maestría Gobierno y Asuntos Públicos  Investigadora  
Fernando Vargas Olvera  Maestría Maestría en Antropología  CIESAS-CDMX 
Oscar Bernardo  Martínez Tovar Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Patricia  Torres Sandoval  Maestría Antropología Social CIESAS 



Diego Sebastián Vidal Origel Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política y 
Administración Pública 

Facultad de Ciencias Políticas 
y Sociales de la UNAM 

Ana Karen Jiménez Caballero Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política Facultad de Ciencias Políticas 
y Sociales de la UNAM 

Humberto Alonzo Grande Maestría Derecho Constitucional UNAM 
Jimena  Vázquez Terán  Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política y 

Derecho  
UNAM  

Devani Matus Castillejos Licenciatura Licenciatura en Derecho  CIDE 
Amalia Fernanda Olvera Huerta  Licenciatura Licenciatura en Derecho  CIDE 
Luis Fernando Martínez Silva Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Evelyn  Galán Albarrán  Licenciatura Licenciatura en derecho  UNAM 
Karen Guzmán Torres Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM  
Fernando Sebastián  León González Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Michell Álvarez López Doctorado Doctorado en Derecho ENID - IIJ - UNAM 
Ramsés  García Salazar  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
María  Rubio Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
María Fernanda  Flores Alonso  Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM  
Berenice  García Miguel  Licenciatura Licenciatura en Derecho  Facultad de Derecho, UNAM 
Héctor González Maya Maestría Maestría en Fiscal UMSNH Facultad de 

Contaduría y Ciencias 
Administrativas 

Constanza  Hernández Carrillo Licenciatura Licenciatura en Derecho ITAM 
Cristina Alejandra Ramos Martin  Licenciatura Licenciatura en Derecho y 

Licenciatura en Filosofía  
ITAM y UNAM 

Brenda Ivette  García ostos  Licenciatura Licenciatura en derecho  UNAM 
Michelle Punzo Suazo Licenciatura Derecho ITAM 
Ivana Señkowski Mendez Licenciatura Licenciatura en Derecho Instituto Tecnológico 

Autónomo de México 
Jacqueline Martínez Carrasco Licenciatura Licenciatura en Derecho Instituto Tecnológico 

Autónomo de México 
(ITAM) 



Mónica Chavarría Pellón 
Paredes 

Licenciatura Licenciatura en Derecho ITAM 

Alin Ávila Orozco Licenciatura Licenciatura en Derecho ITAM 
Regina  Corona Varela Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho, UNAM 
Gemma Irais  Parra Miranda  Licenciatura Licenciatura en Derecho  ITAM 
Michelle Lohman Mayorga Licenciatura Licenciatura en derecho Estudiante en Sistema 

presencial 
Elizabeth  Ortiz Guzmán  Licenciatura Derecho  Área Jurisdiccional 
Paola Andrea Suárez Luján Licenciatura Licenciatura en Derecho Instituto Tecnológico 

Autónomo de México 
Natalia Jiménez Licenciatura Estudios Latinoamericanos  UNAM  
María de los Ángeles Rivero del Castillo Licenciatura Licenciar en Banca e Inversiones  Universidad de las Américas 

Puebla  
Fabiola Lizeth Espinosa Garcia Licenciatura Derecho y Contaduría Pública  ITAM 
Montserrat López Escofet Licenciatura Licenciaturas en Derecho y 

Relaciones Internacionales 
ITAM 

Erick  Serna Espíndola  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM  
Mayra Mayan Soto Hernández  Licenciatura Licenciatura en Derecho y 

Licenciatura en Ciencias Políticas  
ITAM Y UNAM 

Cecilia Cassani Vega Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
María Fernanda Guevara Reséndiz Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Sofia  Villagómez  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
MARIANA PEYRO 

ESCOBEDO 
Licenciatura Relaciones internacionales  Universidad iberoamericana 

SOFIA RUEDA 
CARMONA  

Licenciatura Lic. en Derecho Facultad de Derecho  

Thelma Muñoz Salinas Maestría Penal  Universidad Anáhuac  
Emmanuel Alejandro Flores Arrieta Licenciatura Licenciatura en derecho UnADM 
Eduardo González Santiago Doctorado Doctorado en Derecho Centro de Estudios Jurídicos 

Carbonell 



Jacqueline Machorro Ortega  Maestría Maestría en Derecho Universidad Tecnológica de 
México  

Emmanuel Sepúlveda Maestría Derecho Constitucional y 
administrativo 

Universidad de Guadalajara 

Mónica Aidée  Gutiérrez Calvillo  Licenciatura Licenciatura en Derecho  Escuela Libre de Derecho  
Andrés Alcántara Silva Maestría Maestría en Administración 

Pública 
UNAM 

Gabriela Morales Ayala Licenciatura Antropología social  ENAH 
Ishkra Malinalli Palomares Macedo Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
José Antonio de la Garza Garza Licenciatura Licenciatura en Derecho Instituto Tecnológico y de 

Estudios Superiores de 
Monterrey 

Andrea  Rojas  Maestría Justicia penal  Escuela del Poder judicial de 
Gto 

Praxedis Valenzuela Galán Maestría Licenciatura en derecho UNAM 
Zury Brandon  Villegas Rivera  Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM  
Lidia  Aguilar Martín Licenciatura Licenciatura en Derecho  Universidad de Guadalajara  
Verónica Atzín Mejía Velasco Maestría Derecho Estadounidense IIJ - UNAM  
Regina María de Lira Molina Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad Libre de Derecho de 

Monterrey 
Alberto Orduño Martínez Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM, Facultad de Estudios 

Superiores Acatlán. 
María Daniela  Parra Hernández  Licenciatura Licenciatura en derecho  UNAM 
María Dolores Omaña Ramírez Doctorado Derecho Fiscal  Universidad Panamericana  
Carlos Uriel López Buburrón Licenciatura Licenciatura en Política y 

Administración públicas 
El Colegio de México 

Daniela Anael Flores Flores Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Guillermo Alejandro Zamudio Ayala Maestría Juicio de amparo UV 
Miguel Marentes Licenciatura Abogado Universidad de Guadalajara 
Daniel Romero Licenciatura Licenciatura en derecho FLDM 
Fernando Hernández Paredes Licenciatura Sociología  UAM Xochimilco 



Karla Damaris Flores Flores Licenciatura Licenciada en Pedagogía UNAM 
José Ramón Flores Calderón Licenciatura Contaduría pública UAEM 
Pedro López Licenciatura Licenciatura en derecho UNAM 
Armando  Andrade  Licenciatura Derecho  Consejo de la Judicatura 

Federal  
Joseph Irwing Olid Aranda  Maestría Derecho Procesal Penal Universidad Nova Spania 
Miguel Ascencio López  Doctorado Doctorado en Derecho Centro de Estudios Jurídicos 

Carbonell  
Yetlanetzy  Flores Toledo Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Sonia Flores solano Licenciatura Derecho UNAM 
Fred  Gutiérrez Escobedo  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
Víctor Espinosa Maestría Derecho constitucional  Consejo de la judicatura 

federal  
Fernanda Cortes Licenciatura Lic. en Relaciones Internacionales Universidad Anáhuac 
Francisco Dolores Olguín Martínez Maestría Proceso Penal Acusatorio UAQ 
Pablo Beltrán calderón Licenciatura Licenciatura en Finanzas ITAM 
Amalia González Licenciatura Licenciatura en Psicología Universidad Panamericana  
Santiago Rodríguez Fábrega  Licenciatura Licenciatura en economía  ITAM 
Adrián Rafael  Coquis Chávez  Maestría Maestría en Derecho  UNAM  
Natalia Mata Cejudo  Licenciatura Ingeniería química  UNAM  
Salvador Hernández  Maestría Licenciatura en Derecho UNAM facultad de derecho  
Iñaki Vigil Arrechea  Licenciatura Ingeniería en Tecnologías 

Computacionales  
TEC de Monterrey  

Regina  Vieyra López Licenciatura Licenciatura en Medicina Universidad Panamericana 
Juan Antonio Domínguez Roque Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Omar Paul  Arenas Guardado  Doctorado Doctorado en Derecho Civil CESCIJUC  
Marielle Corral Valladares  Licenciatura Licenciatura en letras modernas 

(inglesas)  
UNAM 

David Sebastián Ruiz Luna Maestría Juicio de Amparo y Sistema Penal 
Acusatorio 

INDEPAC 

Aldair Rodríguez Licenciatura Derecho Universidad Cristóbal Colón  



Diego  Gutiérrez  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
Mónica Galicia Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Liliana Muñoz Negrete Maestría Maestría en Psicología  Universidad Iberoamericana 
Luis Enrique Pereda Trejo Doctorado Doctorado en Derecho IIJ - UNAM de la UNAM 
Daniela Torres Parra  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
Arely Torres Miranda Licenciatura Derecho  J Vasconcelos SLP 
Alfredo Cristo Doctorado Constitucional  UNAM  
Cecilia  Guillén Lugo  Maestría Derecho UNAM  
Kevin Rojas Coxtinica Licenciatura Licenciatura en Derecho. UNAM 
Irving Geovanni Pérez Hernández Maestría Administración de Empresas para 

la Sustentabilidad  
IPN 

Roberto Tadeo Peña Ríos Licenciatura Licenciatura en Derecho UANL 
Roberto Borbolla Torres 

Torija  
Licenciatura Licenciatura en Derecho ITAM 

Mineli Colín  Licenciatura Derecho  CIDE 
Karen Guadalupe  Ramírez Montes Licenciatura Licenciatura en Derecho  Universidad de Colima  
Miguel Madrid Maestría Derecho constitucional  UP 
Diego Gerardo Madrigal González Licenciatura Lic. Derecho Universidad de Guanajuato 
José Luis Ruíz Moreno Maestría Administración Pública y 

Gobierno  
Benemérita Universidad de 
Oaxaca 

Said Karam Kuri Licenciatura Derecho  UNAM  
Fernanda  Vargas  Licenciatura Civil AIFCF 
Luis Raúl Oviedo Rosas Maestría Derecho  Puebla 
Lourdes Beatriz Calanda Zorrilla Maestría Maestría en Derecho de las 

Empresas  
Anáhuac Sur 

Mónica  Cerezo  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
Abigail  Cruz  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM  
Karen Vanessa  Cabañas Granados Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Estudios Acatlán 
JIMENA REYES CRUZ Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Gerardo Antonio  Preciado Ascensión Doctorado Doctorado en Derecho Facultad de Derecho de la 

UNAM 



Daniela Cornejo Corona Licenciatura Ciencias Agro genómicas ENES-LEÓN  
Guadalupe  Pérez Ortiz  Licenciatura Derecho  Estudiante 
Víctor Velázquez Lucio Maestría Maestro en Derecho UNAM 
Rebeca Yolanda  Bernal Alemán  Maestría Derecho  UAA 
Carlos Andrés González Carmona Licenciatura Licenciatura en Ciencias Agro 

genómicas 
ENES UNAM León 

Carolina Fayas Contreras Maestría Justicia Administrativa  Consejo de la Judicatura 
Federal  

Mònica  García Espino  Licenciatura Sistemas  Sistemas  
José Daniel  Carcaño Rocha  Licenciatura Derecho  Universidad Veracruzana  
Martín Alejandro Ibarra Ramírez Licenciatura Derecho UNAM 
Virginia Lizeth  Loeza Vallejo Maestría Maestría en Derecho UNITEC  
Edgar Francisco Ambriz Rodríguez Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Juan Pablo II  
Joel  Quiroz Ramírez  Maestría Negocios  IPADE 
Roberto Carlos Galindo González  Doctorado Derecho IIJ - UNAM  
Brenda Azucena  Flores Moreno Licenciatura Lic. Ciencias Agro genómicas UNAM 
Antonio Ceceña Del Callejo Maestría Derecho Civil  Iniciativa Privada  
María  Cossío  Doctorado Doctorado en derechos humanos  Universidad de valencia  
Francisco Gaytán Barrio Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Panamericana 
Juan Jesús  Islas Villarreal Licenciatura Licenciatura en Derecho Instituto Tecnológico y de 

Estudios Superiores de 
Monterrey, Campus 
Monterrey 

Jessica Fernanda  Sánchez Oropeza  Licenciatura Licenciatura en Administración y 
Gestión Turística  

UNAM 

Rodolfo Isaac Herrera Vázquez Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Vladimir Téllez Montaño  Maestría Derecho  Tijuana, BC 
Cielo Yamileth Salcido Sánchez Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Interamericana 

para el Desarrollo 
Jesús Alfonso Castañeda 

Rodríguez 
Maestría Administración  ITESM 



Manuel Mansilla Moya  Licenciatura Licenciatura en Derecho Escuela Libre de Derecho 
Fabián  Martínez  Maestría Derecho  UAG 
Mayra Eterno Aramburu Maestría Maestría en derecho supranacional  Escuela libre de derecho  
María Fernanda Guerrero Carrillo Licenciatura Licenciatura en Ciencias Agro 

genómicas 
UNAM 

Mario Cristian Rivera Martínez Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Sofia  Villagómez  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM 
Sandra Rivera Estrada Doctorado Doctorado en Ciencias en 

Biomedicina y Biotecnología 
Molecular 

Escuela Nacional de Ciencias 
Biológicas, IPN 

Arantza Chavarría  Licenciatura Química de Alimentos  UNAM  
Paola Rodríguez romo Maestría Derecho UNAM 
Juan Pablo  Casas Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho de la 

Barra Nacional de Abogados  
Erick Emiliano Heras Ramírez 

Legaria 
Maestría Derechos Humanos ITAM 

Paula Marisol Ramírez Serna Maestría Justicia constitucional Universidad de Guanajuato 
Jorge  Delgado Ramírez Doctorado Derecho  EPED 
Paulina  Rodríguez Vargas Maestría Maestría en Ciencias 

Odontológicas 
ENES Unidad León 

Alejandra Viera Maldonado Maestría Maestría en derecho  Juzgado Segundo de Distrito 
en el Estado de Colima 

Camila del Río Castro Licenciatura Licenciatura en Neurociencias  Facultad de Medicina, 
UNAM 

Montserrat López Escofet Licenciatura Licenciaturas en Derecho y 
Relaciones Internacionales 

ITAM 

Francisco Lobato Somuano Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM. Facultad de Derecho. 
Teresa Magaña  Licenciatura Licenciado en derecho  UNAM  
Jesús Arturo Jiménez Morales Doctorado Doctorado en Materia Fiscal Universidad de Durango, 

Campus Ciudad Juárez 
Pablo Beltrán Calderón Licenciatura Licenciatura en Finanzas ITAM 



Manuel Alejandro Vega Sánchez Maestría Maestría en Derecho 
Administrativo 

UNAM 

CECILIA Andrade  Licenciatura Administración de negocios  UNAM 
Ana Karen Cortes Hernández Licenciatura Licenciatura en Ciencias Políticas 

y Sociales 
Centro de Estudios Políticos 

Mayra Mayan Soto Hernández  Licenciatura Licenciatura en Derecho y 
Licenciatura en Ciencias Políticas  

ITAM Y UNAM 

José Luis Meza Mena Licenciatura Licenciatura en derecho  Universidad Nacional 
Autónoma de México 

Patsy Alejandra  Hernández Ramírez Licenciatura Licenciatura en Ciencias Políticas 
y Administración Pública  

Facultad de Ciencias Políticas 
y Sociales  

Yiang Qing Estrada Jiménez  Licenciatura Enseñanza de las matemáticas  UnADM  
Ma. Fernanda  Rosas Hernández  Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política y 

Administración Pública  
UNAM 

Karla Anahí  Silva Murillo  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM  
Diana  Pérez Medina  Doctorado Derecho Estatal 
Buru Rungo Hayen Maestría Letras Clásicas UNAM 
Luis Oscar Alatorre García Licenciatura Licenciatura en Trabajo Social.  Instituto Mexicano de Psico-

oncología 
Gerardo Hiram Estrada Barajas Licenciatura Licenciatura en Derecho Estudiante Ibero Torreón 
Omar Alfredo  Ayala Palacios  Licenciatura Licenciatura en Derecho o 

Abogado  
Universidad de Guadalajara  

Iván Enrique  Valencia Sánchez  Licenciatura Licenciatura en Ciencias Políticas Estudiante 
Christopher Medina González Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política UNAM 
José Nucamendi Licenciatura Licenciatura en Contaduría Universidad Tecnológica del 

Sur 
Uriel  Campos Licenciatura Estado, Sociedad y Derecho UNAM 
Jimena García Andrade Licenciatura Licenciatura en Letras Universidad Autónoma de 

Sinaloa 
Jimena  Mancera Portilla  Licenciatura Derecho ITAM 



María Guadalupe Meneses Suárez Licenciatura Licenciatura en Ciencias políticas 
y administración pública 

FCPyS 

Miguel Ángel Martínez Ángeles Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Autónoma del 
Estado de Hidalgo 

Roberto Carlos Galindo González  Doctorado Derecho IIJ - UNAM  
Ana Sandra Salinas Pérez Maestría Maestría en Derechos Humanos GIRE 
Rafael  SANCHEZ Saucedo Maestría Derecho fiscal IEE 
Karen  Tamariz Camarillo  Licenciatura En Derecho  UNAM  
Daniel Duhalt Gutiérrez Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Autónoma de 

Yucatán  
Sebastián de Jesús Salim Rivera Licenciatura Licenciatura en Derecho y 

Economía  
ITAM  

Manuel Alejandro  Jiménez Ortega Maestría Maestría en Derecho UNAM 
Magdalena Acosta Urquidi Maestría Arte Instituto Cultural Helénico 
María Guadalupe Rangel Camarillo Licenciatura Licenciatura en Ciencias Agro 

genómicas  
ENES León UNAM 

Claudia I Rodríguez Campos Maestría Derecho ambiental  UNAM  
MARIANA CAMPOS Maestría Maestría en Desarrollo 

Organizacional y Cambio 
Universidad de Monterrey 

DAVID VERGARA 
ESTRELLA 

Licenciatura LC. EN CONTADURIA UAEH 

Cecilia Mondragón Herrada Doctorado Licenciada y Maestra en Derecho, 
Doctoranda en Estudios Críticos 
de Género 

Estudiante Doctorado 
Universidad Iberoamericana 

Gema Valeria Morales Rojas Licenciatura Agro genómicas UNAM 
Mirna Córdova Gutiérrez Licenciatura Licenciatura en Derecho  UMED  
Ilse Marianne Valles Guzmán  Licenciatura Licenciatura en Derecho  Universidad Juárez del 

Estado de Durango  
Jorge Luis  Marbán Covarrubias Licenciatura Ciencia Política UNAM 
Juan Pablo  Brito Cavazos  Maestría Especialidad en Amparo y 

Procesal Constitucional.  
Universidad Iberoamericana 
de Puebla  



Israel  Aguirre Muñoz  Licenciatura Derecho  UNITEC  
Javier Alejandro  Gómez Leal  Maestría Administrativa  Privado 
Lizeth Arely  Estrada Ramírez Licenciatura Licenciatura en Derecho  Egresada Universidad 

Autónoma del Estado de 
México 

Benito Rafael  Atondo Juárez  Licenciatura Licenciatura en Derecho  Vizcaya de las Américas  
Cristina Maurer Licenciatura Diseño  Universidad iberoamericana  
Adriana Nieves Licenciatura Licenciatura en Derecho UNITEC 
Nictexa Ytza Paez Licenciatura Licenciatura en Pedagogía  Centro de Investigaciones y 

Estudios de Género  
Blanca Lizbeth Arriaga Ochoa  Maestría Maestría en Derecho 

Constitucional 
Posgrado UNAM 

Ana Maurer Tolson Licenciatura Letras hispánicas UNAM 
Juan Pablo  Aguirre Aguilera Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Iberoamericana  
Humberto  Pineda Acevedo Doctorado Doctorado en derecho IIJ UNAM 
Alejandro  Vallejo Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Humanitas 
José Ignacio Pourroy Licenciatura Administración  ITAM 
Leticia  Tapia Maestría Nefropatología Privado 
Diana  Ramírez del Río  Maestría Comunicación  UNAM  
Natalia Castro Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad autónoma de 

Aguascalientes  
Abril Abigail Cortez García Licenciatura Derecho UNAM 
Sarah Corona Navarro Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Mayra Mayan Soto Hernández  Licenciatura Licenciatura en Derecho y 

Licenciatura en Ciencias Políticas  
ITAM Y UNAM 

Camila Ojeda Bunge Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
José Eduardo Carrera Pérez Maestría Master of Laws (LLM)  University of London 
Diana Ahtziri Mendoza Martínez Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Alejandro  Díaz Pérez Doctorado Doctorado en Derecho IIJ - UNAM de la UNAM 
María León González Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política Facultad de Ciencias Políticas 

y Sociales 



Víctor Novelo Licenciatura Derecho UNAM 
Vicente Urquizu Licenciatura Derecho UNAM 
Samantha  Castillo Licenciatura Derecho UNAM 
David  Cruz Licenciatura Licenciatura Ciencias Agro 

genómicas  
UNAM  

Roberto Olvera Cárdenas Licenciatura Licenciatura en Derecho. Universidad Tecnológica de 
México.  

Luis  Jáuregui Mejía Licenciatura Estado, Sociedad y Derecho Estudiante de UNAM 
Estela Talavera Tesna Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política UNAM 
Elvia Melissa González Ortiz Licenciatura En derecho UNAM 
Julián González Ramírez Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho UNAM 
Mireya  Carrillo Jiménez Licenciatura Licenciatura en comunicación UAM 
Carlos Jiménez Sandoval Maestría Maestría en Derecho UNAM 
Sofía Gutiérrez Villegas Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Panamericana 
Nataly Fernanda  Palomino Juárez  Licenciatura C. Agro genómicas  UNAM 
Michell Castro Licenciatura Arquitectura  UNAM 
Sofía Gutiérrez Villegas Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Panamericana 
Marco Antonio Nambo Doctorado Derecho IIJ - UNAM 
Mario  Rocha Maestría Lic en Derecho Instituto Tepantlato 
Adriel Michael Ordaz Arriaga Licenciatura Licenciatura en Derecho Estudiante UNAM 
Ronaldo  Cuevas Quijano Licenciatura Licenciatura en Ciencias Políticas 

y Administración Pública 
UNAM 

Amisadai Álvarez Licenciatura Licenciatura en Derecho CESCIJUC 
Guadalupe Hinojosa Garatachia  Maestría Derecho de la Empresa UP 
Laura Lizeth  Tovar Rosales  Licenciatura Licenciatura en Ciencias Agro 

genómicas 
UNAM 

Senen Martínez Infante Licenciatura Licenciatura en comunicación  FCPYS 
Guadalupe Hinojosa Garatachia  Maestría Derecho de la Empresa UP 
Haydée Valentina  Saavedra Herrera Licenciatura Diseño Industrial  UNAM 
Guadalupe Hinojosa Garatachia  Maestría Derecho de la Empresa UP 
Melisa Pinzón Suárez Licenciatura Contaduría UNAM 



Scarlett Limón Crump Maestría MBA en Negociación  UNAM 
Paola Estrada Warn Licenciatura Ingeniería de alimentos Universidad iberoamericana 
Ana Paola Audelo Argote Licenciatura Lic. en Filosofía  Universidad Panamericana  
Daniela  Pérez Vigueras  Licenciatura Licenciatura en Ingeniería 

industrial  
Estudiante  

Juan Carlos  Chávez Gómez Doctorado Doctorado en Derecho  Universidad de Castilla La 
Mancha 

Mirna Córdova Gutiérrez Licenciatura Licenciatura en Derecho  UMED  
Natalia Alcázar Licenciatura Licenciatura en Administración y 

Mercadotecnia 
Universidad Panamericana 

Raquel  Campos Pozos Maestría Gobierno y políticas públicas  Universidad Panamericana  
Sofia Márquez Rivas Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Panamericana 
Ana Paula  Galindo Licenciatura Relaciones Internacionales  Universidad Anáhuac  
Marcia Moreno Benítez Doctorado Estudios Científico Sociales ITESO 
Sol Huescas Doctorado Doctorado en Ciencias en 

Nutrición Poblacional 
Instituto en Nacional de 
Salud Pública  

Ingrid Pacheco Licenciatura Licenciatura en Economía UNAM 
Joaquín Díaz Suzarte Licenciatura Ingeniería mecatrónica Universidad Panamericana 
Renata  Morales Jiménez Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho, UNAM 
Brandon Carrera Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho, UNAM 
Cindy Eli Vidal Gutiérrez Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho, UNAM 
Rodrigo Bautista Emba Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho, UNAM 
Grecia Rangel Romero Licenciatura Licenciatura en administración UNAM 
Caterina  Marino Boeta  Licenciatura Licenciatura en Derecho Universidad Panamericana  
Marysol  Navarro Licenciatura Licenciatura en ciencias agro 

genómicas 
ENES León 

Gabriela Romero Ortega Licenciatura Licenciatura en Administración  Facultad de Contaduría y 
Administración, UNAM 

Juan Rayas Doctorado Innovation Universidad Virtual del 
Estado de Guanajuato 

Joaquín Santana Licenciatura Ingeniería La Salle 



Isabella Giammattei Funes Licenciatura Ingeniería Mecánica Universidad Panamericana 
Luis Alonso  Suárez del Real 

Tostado 
Maestría Maestría en Derecho Escuela Libre de Derecho y 

UNAM 
Maria Fernanda Leon Cuevas Licenciatura Licenciatura en Derecho ITAM 
Mirna Córdova Gutiérrez Licenciatura Licenciatura en Derecho  UMED  
Yamili Olvera Cantarell Licenciatura Ciencia Política UNAM 
Gabriela Medina Rea Licenciatura Licenciatura en Derecho, 

especialidad Derecho Fiscal 
UNAM 

Diego Benjamín  Pensado Ortega  Licenciatura Licenciatura en Derecho  Universidad iberoamericana  
Lesslie Elizabeth Lazcano Ugalde Maestría Maestría en Finanzas Bursátiles FCA 
Claudia Hernández 

Velázquez 
Doctorado Doctorado en Derecho Fiscal Facultad de Derecho de la 

UNAM 
María Elena  Franco Gamboa  Licenciatura Licenciatura en Derecho  Universidad Iberoamericana  
Xel-Ha Acevedo Juárez Licenciatura Licenciatura en Derecho Facultad de Derecho 
José Luis  Paredes Alarcón  Licenciatura Ciencia Política  UNAM  
Sarah Belén  Daniel Huitrón  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UNAM  
Elisama  Valdez Avendaño  Licenciatura Licenciatura en derecho  UNAM 
Frida García Núñez Licenciatura Lic. Medicina General UAQ 
Laura Paulina Mancebo Padilla Doctorado Doctorado en Estudios de 

Población 
El Colmex 

Elsy Rivera Delgado Licenciatura Licenciatura en Derecho UNAM 
Anel Rabadán Hernández Licenciatura Derecho CIDE 
Arantxa Ibarrola García Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política y 

Relaciones Internacionales 
CIDE 

Elizabeth V. Leyva Licenciatura Derecho CIDE 
Laura Natalia Ramírez Rodríguez  Licenciatura Licenciatura en Ciencias Políticas 

y Relaciones Internacionales  
CIDE 

Jailene  Roa Salazar Licenciatura Licenciada psicología UAEM jicarero 
Elda Luisa Zenteno Morales Licenciatura Ciencia política y relaciones 

internacionales  
CIDE  

Tania del Rocío  Ruiz Estrada  Licenciatura Licenciatura en Biología  UNAM 



Georgina Trujillo Doctorado Estudios de Población  Colmex 
Daniela Rodríguez Conde Licenciatura Ciencia política y relaciones 

interna  
CIDE 

KARLA  Rosas García Licenciatura Licenciatura en Derecho Escuela de estudios 
superiores de Mazatepec 

Wendoline Rosas Licenciatura Informática Técnico 
Fernanda Saenz Licenciatura Nutrición y ciencia de alimentos Universidad Iberoamericana  
Yessenia  Garnica Cortes  Licenciatura Lic en psicología  UGMEX 
Mariel  Farías Licenciatura Licenciatura en Sociología.  UNAM  
María Guadalupe  Montoya Montoya  Licenciatura Licenciatura en Ciencias de la 

Educación  
UNEA  

Issui Sadday  Ramírez Cuapio  Licenciatura Licenciatura en Derecho  UATx 
Rebeca Sánchez Montalvo  Licenciatura Fisioterapia  UPCHi a favor  
Karla Alonzo Licenciatura LICENCIATURA EN DERECHO UNAM 
Sofía Cuevas Licenciatura Licenciatura en ciencia política y 

relaciones internacionales  
CIDE 

Ximena  Medina Figueroa Licenciatura Licenciatura en Ciencias Políticas 
y Relaciones Internacionales  

CIDE 

Carolina Scarlett Sotelo Maldonado  Licenciatura Licenciatura en Educación  Universidad Cuauhnáhuac  
Marisol Romero Magallan Doctorado Doctorado en Estudios Urbanos y 

Ambientales 
El Colegio de México 

Selene Moreno Bahena Licenciatura Licenciatura en Derecho  UAEM 
María Fernanda Ramírez Rosales Licenciatura Licenciatura en Derecho UNACH.  
Daniela  Cruz y Corro Pérez Licenciatura Relaciones internacionales Tecnológico de Monterrey 
Valentina Martín del Campo Licenciatura Ingeniería en desarrollo 

sustentable 
Tecnológico de Monterrey 

Arlen Domínguez Licenciatura licenciatura en Biología UNAM 
Karen Vallejo Licenciatura Lic. en Administración de 

empresas 
UNAM 

Rebeca Sánchez Montalvo  Licenciatura Fisioterapia  UPCHi a favor  
Abigail Mendoza Ríos  Maestría Humanidades  UAGro  



Viviana Carolina González Delgadillo Licenciatura Licencia en Relaciones 
Internacionales 

El Colegio de México 

María Salgado Córdova Licenciatura Licenciatura en derecho UNAM 
Pamela Díaz Fernández  Licenciatura Licenciatura en Diseño  UNAM 
Daniela Rodríguez Conde Licenciatura Ciencia política y relaciones 

interna  
CIDE 

Diana Pacheco Velasco Licenciatura Negocios Internacionales ITESM 
Paulina  Macías Ortega Licenciatura Licenciatura en Derecho y 

Relaciones Internacionales 
ITAM  

Gretel Rodríguez Ruiz  Licenciatura Ingeniería en Biotecnología  Tec. de Monterrey  
Camila Rodríguez Esquivel Licenciatura Licenciatura en Ciencia Política CIDE 
LIDIA GONZALEZ 

MALAGON 
Doctorado Doctorado en Urbanismo UNAM 

María Azucena Coria Ortega Doctorado Doctorado en Estudios de 
Población 

El Colegio de México 

Lihit Andrea Velázquez Lora Maestría Maestría en Traducción El Colegio de México 
Claudia Nava Licenciatura Diseño gráfico  UNAM 
 



ANEXO 

¿Por qué pienso que es importante quitar el impuesto a los productos menstruales? 
Una persona puede empezar a menstruar a la corta edad de 9 años. Este proceso 
fisiológico es capaz de extenderse hasta la edad adulta de 55 años. Es decir, que 
es posible que tener la regla por un período de 46 años. Además, durante el ciclo 
menstrual (aproximadamente de 21 a 35 días), 2 a 7 días corresponden a la 
duración del flujo menstrual. Se recomienda cambiarse una toalla sanitaria o un 
tampón cada cuatro horas o dependiendo del flujo en cuestión. Por ende, una mujer 
utiliza alrededor de 6 productos menstruales a base de algodón. Es decir, que un 
paquete de 14 toallas o 10 tampones (de costo 31.75 pesos) dura entre dos a tres 
días. Una persona que menstrua por un período de 7 días, por ejemplo, gasta más 
dinero. Esto representa un gasto mayor sobre todo para las personas de bajos 
recursos.  

Tomando todo esto en cuenta, pienso que es importante suprimir el impuesto a los 
productos menstruales puesto que estos son necesarios para una buena higiene y 
salud digna. Si bien las copas menstruales son reutilizables y permiten disminuir el 
costo mensual, no son una opción viable para todas las mujeres. Para poder 
reutilizar dichos productos se necesita agua limpia para poder lavarlas, no obstante, 
no todas las personas menstruantes poseen acceso a este tipo de servicio. 

Asimismo, si uno no sigue las reglas de higiene -como limpiar las copas o cambiar 
una toalla cada 4 horas- existe un gran riesgo de contraer una infección vaginal. Lo 
que puede provocar que muchas adolescentes se vean forzadas a dejar de estudiar. 
De esta manera el problema no es nada más de higiene, sino también lo que está 
en juego es el derecho a la educación, el derecho a la salud y la equidad.  

Como lo he dicho anteriormente, la menstruación es un proceso fisiológico, esto 
significa que es un proceso relativo al funcionamiento del cuerpo, en otras palabras, 
que es natural. Por eso mismo, poder acceder a los productos que este proceso 
hace necesarios debería ser considerado como un derecho básico como el derecho 
al agua y a la educación.  

Por lo tanto, es importante que se elimine el impuesto a estos productos para dar la 
misma oportunidad a quienes cuentan con bajos recursos. 

 

Adolescente        Madre/padre/Tutor  

1. Milena González Ríos (17 años)              Gabriela Ríos Granados 

                                                                                      riosgra@hotmail.com 

 



2. Pablo Téllez Campuzano (16 años)        Guadalupe Campuzano Delgadillo 

                                                                      guadalupe.campuzano@gmail.com 

 

3. Aina Caterina Orozco Pou (17 años)                Francisca Pou Giménez   

                                                                                     pougimenez@yahoo.es                            

 

4. Viviana Godfrey (16 años)                                  Edgar Arturo Godfrey Vázquez 

                   cbmm70@hotmmail.com 

 

5. Melinda Charnay Muñoz (16 años)                      Liliana Muñoz Negrete 

                                                                        liliana.charnay@rhconsultor.com.mx 

 

6. Emilia Gabayet  Martínez (16 años)                          Graciela Martínez 
                                                                          horriblegatonegro@gmail.com 

 

7. Chenoa Pelaez Lorente (16 años)                         Karine Jeanne Lorente 

     kalormex@gmail.com 

 

8. Sarah Castellanos Vázquez (17 años)               María Elena Vázquez Ávalos 

                                                                                      alebrijedis@yahoo.com.mx 

 
9. Anwar Gabriel Alvarado Khoury (16 años)           Hanan Khoury                         

           Khoury_hanan@hotmail.com 

 

10. Noura Alvarado Khoury (20 años)                           nouraalvarado@gmail.com 
11. Isabela Hernández Alvarado (18 años)                    isabela.hdza2@gmail.com 
12. Sofía Lozano Añorve (18 años)                                  sof.lozanoa@gmail.com 
13. Carlos Rodrigo Ruiz Méndez (18 años)          carlos.rm@modernamerican.net 
14. Lucía León Castellanos (18 años)                              lucialeoncas@gmail.com 



15. Regina Silva González (18 años)                               reginasiilvag@gmail.com 
16. Natalia Mayorquín Juárez (18 años)                        Natalia_mj@outlook.com  
17. Jimena Machorro Herrera (18)                                   jimemach18@gmail.com 

18. Yatsil Brigitte Pelaez Lorente (19 años)                      kalormex@gmail.com 
19.  Andrea Alexia Castillo Rionda (18 años)              castillo.andrea@lfm.edu.mx 
20.  Sarahí Castillo Rionda (23 años)                          castillo.andrea@lfm.edu.mx 

          

                  


